ACTA n.° 04-2013

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San Joaquín de Flores, Heredia, a las ocho y cuarenta minutos del 21 de agosto del año dos mil trece. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la Magistrada Dra.  Doris Arias Madrigal, presidenta; el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, Lic. Juan Carlos Morales Jiménez, en representación de la Defensa Pública; el Lic. Luis Humberto Villalobos Oviedo, en representación del Ministerio Público; el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez del Tribunal de Casación Penal; Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez de Trabajo; el M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, director de la Dirección de Gestión Humana; el Lic. Francisco Segura Montero, director general del Organismo de Investigación Judicial y la señora Francini Herrera Araya, secretaria de la Escuela Judicial.  
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AGENDA

1. Bienvenida a la Magistrada Dra. Doris Arias Madrigal, nueva presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial “Lic. Edgar Cervantes Villalta”.

2. Aprobación del acta n.º 02-2013 del 24 de abril y del acta n.º 03-2013 del 06 de mayo 2013. 

3. Oficio n° 5970-13 del 07 de junio de 2013, de la Secretaria de la Corte en donde se transcribe el acuerdo del Consejo Superior, sesión N° 50-13 del 16 de mayo del 2013, artículo LXV, referente a petitoria del Sr. Juan Carlos Wintter de que rescinda sin responsabilidad para ninguna de las partes, el “Contrato de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura” por él firmado […], que dice:“Se acordó: 1.) Comunicar al licenciado Juan Carlos Wintter Agüero que el informe socio-laboral y psicológico, es parte del concurso al que se sometió, se trata de un criterio más para valorar y a considerar al momento de realizar los nombramientos de juez o jueza; por lo que en caso de que integre alguna terna se valorará lo que corresponda, por tanto se deniega la solicitud de rescindir el contrato sin responsabilidad de ambas partes. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial y del Consejo de la Judicatura.”

4. Establecimiento de un diagnóstico de necesidad de capacitación para la definición Plan de Capacitación 2014.

5. Definición de una estrategia para la prevención y denuncia del hostigamiento sexual en el ámbito de la capacitación judicial.

6. Diseño de un plan para el aprovechamiento de las becas y de la experiencia de las personas ex-becarias.

7. Oficio n° 4297-13 del 15 de abril de 2013, de la Secretaria de la Corte en donde se transcribe el acuerdo de la Corte Plena, sesión N° 15-13 del 17 de abril del 2013, artículo XII, referente a l “Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial , que dice: […] “Se acordó: 1) Tener por rendidos los informes de los Presidentes de las Salas y del Magistrado González. 2) Trasladar las observaciones formuladas por las diferentes Salas y el Magistrado González a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que emita las observaciones que estimen pertinentes. 3) Conforme lo recomienda la Sala Segunda, conceder audiencia a las organizaciones de servidores y servidoras judiciales por el plazo de un mes sobre el contenido del proyecto de “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial. 


Oficio n° 7315-13 del 03 de julio de 2013, de la Secretaria de la Corte en donde se transcribe el acuerdo de la Corte Plena, sesión N° 29-13 del 01 de julio del 2013, artículo XIII […] Se declara acuerdo firme.” Se acordó: Tener por contestada la audiencia por parte de las organizaciones gremiales citadas y trasladar las observaciones que se han hecho a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su análisis y emita las consideraciones que estime pertinentes. Se declara acuerdo firme.”

8. Oficio n° 6618-13 del 15 de abril de 2013, de la Secretaria de la Corte en donde se transcribe el acuerdo de la Corte Plena, sesión N° 55-13 del 14 de junio del 2013, artículo LXXXIII,  en atención al acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela referente sobre utilizar la herramienta informática "Streaming" dentro de las actividades de capacitación para jueces y juezas, que dice: 


[…] SE ACUERDA: 1) Comisionar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, para que coordine todo lo pertinente para la producción del material audiovisual sobre la visión del estado hacia lo político, material que será presentado a las juezas y jueces al inicio de los cursos. 2) Además, la consideración del tema sobre "Salud Reproductiva" dentro de los ciclos de conferencia del 2011. 3) Hacer una atenta instancia ante el Consejo Superior, para que se autorice a la Escuela Judicial, el acceso al nuevo sistema informático llamado Streaming, para consultas varias dentro de las actividades de capacitación para juezas y jueces. ACUERDO FIRME. […] 


Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación anterior. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda en relación con el acceso al nuevo sistema informático "Streaming", solicitar al Departamento de Tecnología de la Información, que en el término de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, informe lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.


[…] oficio Nº 965-DTI-2013, que dice”[…] Es por ello que desde el punto de vista técnico es factible facilitar este tipo de tecnología a la Escuela Judicial, no obstante, se requiere contar con más información al respecto, como lo es, los alcances del proyecto, cantidad de usuarios y las fuentes de financiamiento presupuestario, esto por cuanto la herramienta Streaming es una técnica para la transmisión de audio y video a través de las redes de datos, y para lograr la difusión de este contenido multimedial es necesario diseñar y contar con una infraestructura tecnológica que contemple las características de las computadoras y de los equipos servidores, así como las capacidades de los enlaces requeridos, que en conjunto constituyen la experiencia Streaming.


“Se acordó: 1) Se acordó: Tomar nota de lo informado por el máster Rafael Ramírez López, Director de Tecnología de la Información y hacerlo de conocimiento de la Escuela Judicial.”

9. Oficio n° 4267-13 del 16 de abril de 2013, de la Secretaria de la Corte en donde se transcribe el acuerdo de la Corte Plena, sesión N° 15-13 del 15 de abril del 2013, artículo XVI, que dice: […] La máster Chaves Torres, en oficio N° SACJ-373-2013 de 20 de marzo último, comunica el acuerdo adoptado por el Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-11-2013 del 12 de ese mes, artículo XIV, que dice: “El integrante Marvin Carvajal solicita revisar el acuerdo transcrito en el artículo V de la sesión CJ-10-2013, celebrada el 05 de marzo en curso, referente a la grabación de exámenes.

Expresa que mantiene su criterio de que las pruebas se graben porque la adaptación de las pruebas a esta metodología permite que el proceso de evaluación sea más transparente y objetivo.

Por su parte la integrante Milena Conejo Aguilar y el integrante Luis Fernando Salazar Alvarado mantienen su criterio y consideran que por las condiciones actuales no es conveniente que las pruebas se graben, por cuanto al no existir reglamentariamente la posibilidad de apelar, se le estaría creando falsas expectativas a las personas oferentes. Por otra parte que ha de considerarse la erogación que representa para la institución en cuanto a recursos, incluyendo las sedes en las cuales se tienen que efectuar los exámenes, por lo que es imprescindible un análisis costo beneficio. Consideran que el sistema de evaluación puede mejorar sustantivamente con el impulso que se está dando a los tribunales evaluadores en materia de capacitación y a las nuevas reglas de evaluación que fueran propuestas. Asimismo, de presentarse algún inconveniente relativo a la interacción entre el evaluador y la persona evaluada, es un aspecto que puede ser resuelto por el Consejo de la Judicatura como a la fecha se ha venido haciendo.

Por otra parte estiman que ha de tenerse en cuenta que la Escuela Judicial tendrá que contar con la capacitad para atender la evaluación de varios concursos simultáneamente, bajo las condiciones que implica el desarrollo de este proceso.
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En virtud del resultado de la revisión planteada, se recomienda entonces la grabación de los exámenes orales por parte de los tribunales evaluadores. Los integrantes Conejo Aguilar y Salazar Alvarado mantuvieron las razones dadas en ese artículo. 

SE ACORDÓ: Comunicar a la Corte Plena que se recomienda la grabación de los exámenes orales por parte de los tribunales evaluadores. Los integrantes Conejo Aguilar y Salazar Alvarado mantuvieron las razones dadas en ese artículo.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se dispuso: Trasladar las presentes diligencias a estudio e informe del Magistrado Vega. Se declara acuerdo firme.”

-0-

ARTÍCULO I

La Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema de Justicia, en oficio nº. 7579-13 del 09 de julio del 2013, suscrita a la Mag. Doris Arias Madrigal, indica lo siguiente:

Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión Nº 30-13 celebrada el 8 de julio en curso, que literalmente dice:

 “ARTÍCULO XXV

ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.

Documento 7004, 7548-2013

En sesión Nº 38-12 celebrada el 5 de noviembre de 2.012, artículo I, por unanimidad, se reeligió para un nuevo período como Integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial a la Magistrada Calzada, al doctor Rafael Ángel Sanabria Rojas (titular), al doctor Juan Carlos Segura Solís (titular) y al doctor José Rodolfo León Díaz (suplente), por un período de un año que inició el 16 de noviembre de 2012 al 15 de noviembre de 2013.

El Magistrado Chinchilla, en nota del 14 de junio en curso, comunicó:

“Como es de su conocimiento la Ex magistrada Ana Virginia Calzada Miranda  ocupaba la presidencia del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, por lo anterior, en sesión de votación celebrada el día de hoy cuatro de junio en curso, se tomó el acuerdo de proponer a la señora Magistrada Dra. Doris Arias Madrigal, como candidata a la presidencia del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

Es importante recordar que la Magistrada Arias Madrigal, actualmente es integrante del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, donde se ha desempeñado en forma eficiente y cuenta con el conocimiento científico, académico, profesional y práctico, que le permitirían ejercer tan alto y respetable cargo, dentro de la estructura de nuestra Escuela Judicial.

Quedo a sus órdenes, agradeciendo de antemano su amable atención, me suscribo de usted.”
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El Magistrado Aguirre, en nota del 1° de julio en curso, manifestó:

“Me permito comunicarle que esta Sala propone para sustituir a la ex Magistrada Ana Virginia Calzada en el Consejo Directivo de la Escuela Judicial a la Mag. Eva María Camacho Vargas.”
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Informa la Secretaria General que consultada la señora Presidenta de la Sala Primera y el señor Presidente en ejercicio de la Sala Constitucional, le informaron que sus Salas no propondrán candidatos.

Se concede el uso de la palabra al Magistrado Jinesta, quien manifiesta: “En razón de que el Magistrado Armijo se encuentra con permiso con goce de salario para otros asuntos del cargo, yo estoy nombrado como Presidente interino de la Sala Constitucional.

La Sala Constitucional trató el tema el viernes pasado y ninguno de los integrantes tiene interés en el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, de manera que así lo comunicamos a la Corte”.

Refiere el Magistrado Chinchilla: “La Sala Tercera en forma unánime ha decidido proponer a la Magistrada Arias para la presentación como candidata en el Consejo Directivo de la Escuela Judicial. La motivación que existió sobre ello es que la Magistrada Arias se ha desempeñado en un ámbito importante académico.  Actualmente es la suplente de la Magistrada Calzada quien ejercía la Presidenta de dicho Consejo y lógicamente en ese ámbito manejó aspectos propiamente de doctrina, de capacitación y conocimiento con respecto a las necesidades que puedan tener los diferentes funcionarios judiciales desde distintos ámbitos, tanto en las materias, así como en otros estamentos del mismo.

La Magistrada Arias ha desempeñado aspectos relevantes dentro de lo que es la organización y ejercicio funcional en el ámbito de la Escuela Judicial y por tal razón, es que la Sala ha propuesto en este caso a la Magistrada Arias y le ha dado su apoyo para presentarla de parte de nosotros como candidata al puesto que en este momento ha dejado vacante la Magistrada Calzada con motivo de su jubilación”.

Expresa el Magistrado Arroyo: “En el momento en que esto se discutió en la Sala Tercera les hice ver a mis compañeros -porque es mi norma de vida- que ya había adquirido un compromiso con la Magistrada Camacho. De manera, que quiero dejar claro, porque por supuesto considero que todos los atestados que tiene la Magistrada Arias y creo que cualquiera de las dos compañeras que logre la mayoría de esta Corte puede perfectamente desempeñarse de la mejor manera.

Quiero dejar esto claro porque realmente no me gusta el procedimiento que a veces existe de que los compañeros o compañeras candidatas a algún puesto cuenten con el apoyo de personas que después por alguna u otra razón desisten.

De manera, que independiente de la interpretación que se ha hecho sobre si es la Sala o no, los compañeros no me dejan mentir, en esta discusión yo había adelantado que adquirí un compromiso con la Magistrada Camacho y quiero que eso se sepa. Estimo que lo peor que le puede pasar a los compañeros de esta Corte es que no sepa a ciencia cierta con quién se cuenta o no”.

Dice el Magistrado Aguirre: “La Sala Segunda decidió en pleno proponer como candidata para ocupar el puesto en el Consejo Directivo de la Escuela Judicial a la Magistrada Camacho, sin que implique un demérito para las condiciones personales e intelectuales de la Magistrada Arias.

Consideramos que la Magistrada Camacho ha tenido una trayectoria muy amplia en el Poder Judicial, no solo a nivel de la judicatura, sino también a nivel de la formación de jueces y juezas en este país. De tal manera, que estimamos que es una candidata que reúne grandes condiciones para ocupar el puesto dejado vacante por la Magistrada Calzada, por lo que proponemos la candidatura de la Magistrada Camacho”.

Se procede a realizar el nombramiento para la Presidencia del Consejo Directivo de la Escuela Judicial y, para esos efectos, se propone por parte de las Salas Segunda y Tercera a las siguientes Magistradas:

Magistrada Arias

Magistrada Camacho

Por mayoría de trece votos, se designó: A la Magistrada Arias.

La Magistrada Camacho obtuvo siete votos.
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El Magistrado Chinchilla solicitó que se declare firme este acuerdo, a fin de conformar dentro del ámbito de la Escuela Judicial la organización que en estos tiempos está fuera de funcionamiento.
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Añade el Magistrado Aguirre: “Ante el resultado de la votación podríamos considerar de seguido a la Magistrada Camacho  para el cargo de suplente en el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y considero que harían un buen equipo de trabajo ambas, dejando de una vez integrado dicho Órgano”.

Agrega el Magistrado Chinchilla: “Indicar que la Sala Tercera se vería completamente complacida de que la suplente fuera la Magistrada Camacho”.

Por unanimidad, se acordó: Designar a la Magistrada Camacho, como Suplente de la Magistrada Arias, ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

La designación de las Magistradas Arias y Camacho como Presidenta y Suplente, respectivamente, del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, lo es por el período de dos años que inicia el 8 de julio en curso y hasta el 7 de julio del 2015. Se declara acuerdo firme.”
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SE ACUERDA: Extender una cordial bienvenida a la Magistrada Dra. Doris Arias Madrigal en su calidad nueva presidenta de este Consejo Directivo.  De igual manera, a la Magistrada Eva Camacho Vargas, por su designación como suplente de la presidencia de este Consejo Directivo ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO II

Aprobación del acta n.º 02-2013 del 24 de abril y el acta n.º 03-2013 del 06 de mayo  del 2013.
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SE ACUERDA:  Aprobar el acta n.º 02-2013 del 24 de abril y el acta n.º 03-2013 del 06 de mayo del 2013.  Acta nº2: Se abstienen de votar por no haber participado en dicha sesión, el Lic. Humberto Villalobos Oviedo, la Licda. Olga Fallas Ulloa y el Mba. Francisco Arroyo Meléndez.  Acta nº3: Se abstienen de votar por no haber participado en dicha sesión el Lic. Francisco Segura Montero, el Dr. Marvin Carvajal Pérez y el Mba. Francisco Arroya Meléndez.  La Magistrada Arias se abstuvo de votar por no haber asistido en ambas sesiones. ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO III

La Sra. Catalina Conejo Valverde, prosecretaria general de la Corte Suprema de Justicia, en oficio nº. 5970-13 del  07 de junio de 2013, suscrito al Sr. Juan Carlos Wintter Agüero, estudiante del Programa FIAJ, indica lo siguiente:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 50-13 celebrada el 16 de mayo del año en curso,  que literalmente dice:

“ARTÍCULO LXV

Documento N° 5136-13

La servidora Aida Cristina Sinclair Myers, Secretaria Ejecutiva de la Escuela Judicial, mediante oficio N° 11-CD/EJ-13 recibido el 8 de mayo en curso, remitió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en sesión N° 2-13 celebrada el 24 de abril último, artículo III, que literalmente dice:

“El Sr. Juan Carlos Wintter Aguero, Programa FIAJ, en correo electrónico del 17 de abril del 2013, suscrito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

Mi intención al participar en el concurso CJ-01-2012, fue la de optar por la posibilidad de ejercer el cargo de Juez Genérico 1, la decisión de participar en el Programa FIAJ, la tomé con la certeza de que poseo las capacidades que sabia iban a ser objeto de calificación, como resultado de la calificación en el rubro de trabajo en equipo obtuve una nota de 80.53 y en estilos de dirección o liderazgo obtuve una nota de 85 (acta Consejo de la Judicatura sesión CJ-023-2012, página 41).

Habiendo aprobado el examen en general, inicie el programa con muchos sacrificios, entusiasmo y altísimas expectativas, siempre con un propósito único; obtener una excelente preparación para de forma efectiva ejercer el cargo de Juez Genérico 1.

El día de ayer martes 16 de abril del año 2013, en horas de la tarde, recibí el informe pericial de las áreas psicológica y sociolaboral (documento adjunto), en el cual se me indica que el estudio realizado no permite realizar un pronóstico favorable con respecto a la idoneidad de mi persona para el cargo de Juez Genérico 1, desde el punto de vista socio-laboral y psicológico, informe donde en contradicción a las notas obtenidas en las pruebas de ingreso al PFIAJ, se indica que existen debilidad vinculadas con las áreas de: relaciones interpersonales, liderazgo y trabajo en equipo.

En virtud de este informe, se han reducido a cero mis posibilidades de optar por el cargo de Juez Genérico 1 y en consecuencia se pierde el objetivo de mi vinculación al Programa, esto por cuanto tal y como indique, mi propósito único era la eventual posibilidad de ejercer el cargo de juez, mientras que este era también el propósito del programa en sí mismo, al punto que el contrato (documento adjunto) establece en su cláusula novena que de conformidad con lo que establece el artículo 18,inciso d) del Reglamento del Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ), la persona aspirante deberá estar disponible para prestar servicios al Poder Judicial como juez o jueza por el lapso de tres (3) años, contado a partir de la aprobación de dicho programa.

En virtud de lo anterior, por no ser posible el objeto del contrato y ante la falta de previsión en la normativa con respecto a la posibilidad de que se de este tipo de situaciones donde se me declara no idóneo para el puesto, solicito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial que se dé por rescindido el contrato sin responsabilidad para ninguna de las partes, tomando en consideración que solicito esta rescisión ante hechos atípicos no contemplados en el reglamento ni en el contrato y ante la evidente imposibilidad de materializar el objeto del contrato mismo, nótese que el hecho que se me declare no idóneo, no constituye una falta por acción u omisión de mi parte, y no se puede entonces endilgarme un incumplimiento contractual, toda vez que se podría considerar falta lo que hago o dejo de hacer con respecto a la normativa que rige el PFIAJ, pero nunca lo que soy o supuestamente soy según el informe pericial que las personas de las áreas psicológica y sociolaboral han rendido.

En términos económicos, he de manifestar que si bien es cierto que el Poder Judicial tuvo una erogación por el pago de la subvención que como participante del programa se recibe, por mi parte yo también sacrifiqué con base en las expectativas (al creerme idóneo al haber superado las pruebas de ingreso al programa), el ingreso económico que percibía inmediatamente antes de mi incorporación al programa, ingreso que el programa mismo cerceno al no permitírseme ejercer la abogacía, según la cláusula undécima del contrato.
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Se da un intercambio de opiniones acerca de las observaciones realizadas por el estudiante del Programa FIAJ, Sr. Juan Carlos Wintter Agüero, concerniente al resultado de su informe pericial, elaborado por la sección de Psicológica y Sociolaboral y sobre su petitoria ante este Consejo de que rescinda sin responsabilidad para ninguna de las partes, el “Contrato de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura” por él firmado, en atención a los hechos que anteriormente describe. Sin embargo, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial considera que es incompetente para resolver con respecto a la anterior solicitud de rescisión de contractual. Debido que la relación contractual del señor Winter se dio con el Poder Judicial y no con la Escuela, por lo que deberá ser el máximo órgano administrativo de la institución el que decida lo procedente.
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SE ACUERDA: Trasladar la petición del Sr. Juan Carlos Wintter Agüero, a las y los integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial para su conocimiento y fines correspondientes. ACUERDO FIRME.”
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Se acordó: 1.) Comunicar al licenciado Juan Carlos Wintter Agüero que el informe socio-laboral y psicológico, es parte del concurso al que se sometió, se trata de un criterio más para valorar y a considerar al momento de realizar los nombramientos de juez o jueza; por lo que en caso de que integre alguna terna se valorará lo que corresponda, por tanto se deniega la solicitud de rescindir el contrato sin responsabilidad de ambas partes. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial y del Consejo de la Judicatura. ”
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SE ACUERDA: Se toma nota de lo resuelto por el Consejo Superior.

ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO IV

Establecimiento de un diagnóstico de necesidad de capacitación para la definición Plan de Capacitación 2014.
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SE ACUERDA: 1. Que la Escuela Judicial efectué un diagnóstico de necesidades de capacitación a las Salas de la Corte Suprema de Justicia, cuyos resultados serán analizados por el Consejo Directivo para hacer los ajustes requeridos al Plan de Capacitación 2014. El Consejo estudiará, asimismo, los otros diagnósticos realizados por la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación. 2. Realizar una estrategia de divulgación sobre el trabajo que realiza la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación ante  la población judicial de todo el país, mediante los recursos del Área de Servicios Técnicos, quienes presentarán una propuesta de esta campaña ante el Consejo Directivo en la próxima sesión. 3. Se visitarán las sedes regionales de San Carlos y Limón .4. El  Consejo Directivo estará presente en las reuniones que se realicen con las diferentes Sedes Regionales  del país y se efectuará una divulgación de las visitas de este Consejo  a las sedes para saber de sus necesidades.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO V

Definición de una estrategia para la prevención y denuncia del hostigamiento sexual en el ámbito de la capacitación judicial.

-0-

SE ACUERDA: Conformar un  equipo de trabajo para atender esta problemática, integrado por la Licda. Kattia Escalante Barboza, Sudirectora a.i. de la Escuela Judicial e integrante de la Comisión de Hostigamiento Sexual del Poder Judicial, el Lic. Juan Carlos Segura, representante de los jueces y juezas del Consejo Directivo, el jefe o jefa de cada Unidad de Capacitación y un representante  de las personas participantes en los cursos que imparte la Escuela Judicial. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VI

Diseño de un plan para el aprovechamiento de las becas y de la experiencia de las personas ex-becarias.

-0-

SE ACUERDA: 1. La Escuela Judicial y el Departamento de Gestión Humana generarán un canal para el intercambio de la información relacionada con las personas ex becarias. 2. Solicitar que en los contratos de becas, se estipule la obligación de las personas ex becarias de someter a valoración del Consejo Editorial de la Escuela Judicial, su trabajo final de graduación, y aceptar su eventual publicación. 3. Solicitar al Consejo Superior se indique en los acuerdos en los que se otorga permiso a funcionarios y funcionarias a participar en capacitaciones o becas, que estas rindan un informe ejecutivo de la actividad en que participaron. 4. La Escuela Judicial debe generar una base de datos con las personas ex becarias. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VII

La Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema de Justicia, en oficio nº. 4297-13 del 17 de abril del 2013, suscrita a la Mag. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XII 

Documento 11021-2011, 6918, 11161-2012 / 1983-2013

En sesión N° 36-11 celebrada el 7 de noviembre de 2.011, artículo XIX, previamente a resolver lo que corresponda, se acordó remitir a las señoras Presidentas y a los señores Presidentes de las cuatro Salas, el “Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte.

El texto del citado proyecto de reglamento sometido a análisis literalmente dice:

“REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL

Artículo 1. Objetivo y fines

Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas

Las faltas académicas en que incurran las personas participantes a las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.

Artículo 3. Faltas Leves

Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.

b) Ausentarse injustificadamente y de manera temporal de una actividad académica o prueba evaluativa, una vez iniciada la misma.

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas e instalaciones que utilice la Escuela Judicial o las unidades de capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves

Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior, la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. 

b) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación para fines ajenos a los académicos o de investigación.

Artículo 5. Faltas Gravísimas

Se consideran faltas académicas gravísimas:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativa bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, irrespetar gravemente, insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Utilizar algún método fraudulento con el objeto de alterar una calificación o de cualquier otra forma, obtener un beneficio académico ilegitimo.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como notas o calificaciones.

f) Observar una conducta contraria a las disposiciones éticas establecidas por el Poder Judicial, durante la realización de una actividad académica o prueba evaluativa organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción

La imposición de una sanción académica no afecta la relación estatutaria de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda.

Artículo 7. Tipos de sanciones

Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal o amonestación escrita. 

b) Las faltas graves con una sanción que consista en la amonestación escrita o exclusión temporal de las actividades de la Escuela Judicial o Unidades de Capacitación de uno a seis meses. En este último caso la sanción implicará la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

c) Las faltas gravísimas se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

Cuando proceda una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.

Del procedimiento

Artículo 8. Interposición de denuncias

La persona a cargo de la coordinación y supervisión de las actividades de capacitación, mediante informe escrito y debidamente sustanciado, hará traslado a su jefatura, las situaciones que sean de su conocimiento, que a su criterio constituyan una probable falta de las contenidas en este reglamento. Dicho informe deberá contener una descripción de los hechos y referencia de las probanzas que los respalden.

La respectiva jefatura, de considerarlo procedente, remitirá dicho informe al Director o Directora de la Escuela Judicial. 

En caso de considerar que el informe no reúne los elementos necesarios para la realización de la audiencia, devolverá, por única vez, dicho informe a quien lo remite para que realice los ajustes requeridos.

Artículo 9: Del procedimiento

La investigación de la comisión de las faltas aquí descritas, se realizará mediante el procedimiento ordinario establecido en el presente reglamento. 

Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento

El órgano director del procedimiento de investigación estará constituido por el Director o Directora de la Escuela Judicial, quien podrá delegar dicha función en la persona subdirectora de la Escuela Judicial, según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública

Artículo 11. ACTO INICIAL

Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, dictar el acto inicial, en el que señalará fecha y hora para la realización de la audiencia oral. Dicha audiencia se efectuará al menos diez días hábiles después de la comunicación del acto inicial.

En el acto se le indicará a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, los elementos probatorios de cargo y la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada y acceder libremente al expediente. En este auto se ordenará la comparecencia de las personas que así se requieran.

Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

Artículo 12. Audiencia Oral

La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien más de 3 días hábiles uno de otro.

El desarrollo de la audiencia obedecerá a los principios de intimación, inmediación, contradictorio y concentración, en estricto apego al debido proceso.

Una vez iniciada la diligencia, en caso de ser procedente, se llevará a cabo una audiencia de conciliación, que se regirá por las reglas de procedimiento que apruebe el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en estricto apego a la ley y a las normas y políticas institucionales del Poder Judicial.

Cuando no se llegue a una conciliación, se procederá a recibir o incorporar toda la prueba testimonial, pericial, confesional, documental y material. Primeramente se procederá con la prueba de cargo, y posteriormente con la de descargo.

Finalmente se escuchará a la persona investigada y a su abogado o abogada, si lo tuviere.

En el caso de los informes o denuncias escritas, se procurará recibir la información de manera verbal. En caso de imposibilidad se procederá a incorporar los referidos elementos documentales en audiencia.

Sin embargo, podrán realizarse antes de la audiencia las diligencias probatorias que se estimen pertinentes, siempre y cuando su ejecución sea comunicada con tres días de antelación al afectado, quien tendrá derecho a hacerse presente con su abogado o abogada.

Artículo 13. ACTO Final

Terminada la comparecencia el órgano director del procedimiento deberá mediante acto fundado, dictar el acto final de manera oral en la misma audiencia. En los casos que, por su complejidad, a criterio del órgano director del procedimiento, deba realizarse un mayor análisis de los elementos probatorios, contará con el plazo de tres días hábiles. En estos casos, fijará hora y fecha para el dictado de la resolución.

Las partes podrán solicitar al órgano director el dictado de una resolución escrita, quien resolverá en el acto acerca de dicha solicitud. Esta resolución no tendrá recurso alguno.

Artículo 14. Incomparecencia

Si la persona investigada, o alguna de las demás citadas, no se presentan a la audiencia sin ofrecer una justificación válida, el órgano director analizará las pruebas que consten en autos y dictará la resolución correspondiente.

Artículo 15. Documentación de la audiencia.

La audiencia se documentará mediante la grabación de vídeo. En aquellos casos donde no resulte factible, se realizará mediante grabación únicamente de audio. Solamente en casos excepcionales, debido a imposibilidades materiales, la documentación de la audiencia se realizará por medio de un acta escrita.

El dictado oral y fundamentado de la resolución final, debidamente documentada, sustituye en todos sus efectos la necesidad de una resolución escrita.

De los recursos

Artículo 16. Recurso de Apelación

En la comunicación oral o escrita de la resolución final a la persona investigada, se le indicará el derecho de recurrir contra esa disposición mediante el recurso ordinario de apelación, en el plazo de tres días hábiles contado a partir de la comunicación del acto final. El recurso deberá ser debidamente sustentado y ofrecer la prueba respectiva en caso de ser necesario.

Artículo 17. Resolución de recursos

El recurso de apelación se interpondrá ante el órgano director del procedimiento, quien deberá remitirlo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, junto con la documentación correspondiente. 

Este último órgano resolverá dicho recurso en el plazo de 30 días naturales.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 18. Duración del Procedimiento

El procedimiento de investigación de faltas académicas deberá concluirse por resolución firme en el plazo ordenatorio de los 90 días hábiles posteriores a su iniciación.”
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En sesión N° 21-12 celebrada el 11 de junio de 2.012, artículo VII, se tomó el acuerdo que en lo conducente literalmente dice:

“[…] La Magistrada Calzada, en oficio N° PSC-065-12 del 6 de junio del año en curso, manifestó:

"De conformidad con lo acordado en sesión de Corte Plena N. 36-11, celebrada en fecha 07 de noviembre de 2011, propiamente en su artículo XIX, me permito rendir el siguiente informe respecto al proyecto de Reglamento Sancionatorio Académico, remitido por el Consejo Directivo de la Escuela judicial.

El proyecto de reglamento señalado, se encuentra estructurado con la finalidad de regular la relación de corte sancionatorio en lo referente a las actividades académicas que imparten la Escuela Judicial y las unidades de capacitación del Poder judicial. Esa necesidad de regulación surge de la propia Ley de creación de la Escuela Judicial, que en su artículo 27 dispone:

"El régimen disciplinario de la Escuela estará a cargo del Director quien, antes de resolverlo que corresponda, deberá oír personalmente al alumno.

Los pronunciamientos a esto respecto serán apelables para ante el Consejo Directivo, dentro del tercer día desde la comunicación por escrito.

La imposición de una sanción disciplinaria no afecta la relación laboral para con el Poder Judicial, pero será comunicada a la Corte Plena, a la Inspección Judicial o al Departamento de Personal, según corresponda, para que -si es del caso- se resuelva sobre la situación del alumno, como funcionario o empleado."

Es a partir de ese mandato legal al Director de la Escuela Judicial que se determina en el proyecto, de manera clara, que el objetivo primordial es regular el procedimiento y la aplicación de consecuencias académicas de las personas participantes ante eventuales faltas cometidas en el marco de las actividades de capacitación que se realicen a lo interno del Poder Judicial, sin que ello implique la imposibilidad de acudir a la vía correspondiente en caso que la acción desplegada, por la persona implicada, tenga consecuencias de corte laboral disciplinario, administrativas, o bien, que acarree consecuencias civiles o penales; casos en los cuáles corresponderá a los órganos respectivos su conocimiento e investigación.

Ahora bien, la misma Ley constitutiva de la Escuela Judicial contempla la posibilidad de que en las actividades de capacitación, participen personas que no laboran en la institución, en ese orden de ideas es importante recordar que a partir de numerosos convenios de cooperación interinstitucionales, la Escuela judicial y las Unidades de Capacitación, de manera frecuente otorgan cupos en sus actividades a personeros de otras instituciones públicas, vgr. La Contraloría General de la República, la Procuraduría General de la República, el Ministerio de Justicia y Paz, el Ministerio de Seguridad Pública, el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, entre otros. Asimismo, en los cursos y programas académicos de la Escuela participan personas funcionarias judiciales de otros países, en el marco de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales, del Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe, así como de relaciones bilaterales de cooperación. Se resalta este aspecto, con la finalidad de reiterar la necesidad de que exista un sistema de consecuencias académicas, específico e independiente del procedimiento disciplinario del Poder Judicial.

Por otro lado, el proyecto en discusión, permite definir de manera clara, las conductas que se consideran faltas propias de la relación académica con la persona participante, algo que hasta el momento no se encuentra estipulado en el marco normativo que regula la capacitación judicial; adicionalmente, se determinan de manera clara las consecuencias, de orden estrictamente académico, a las que se verá sometida una persona ante la comisión de dichas conductas.

Posteriormente, el reglamento determina el procedimiento a seguir, procurando agilizarlo, al tiempo que garantiza de manera explicita el respeto al debido proceso. Con ello permite concentrar en un solo texto normativo todo lo referente al trámite de faltas académica y sus consecuencias.

En virtud de lo anterior, se considera que el proyecto en estudio se encuentra estructurado de una manera lógica y consecuente con el marco normativo y las necesidades propias de la formación y capacitación judicial, realiza una adecuada diferenciación entre lo que es una consecuencia de índole académico y lo que podría ser una sanción de corte disciplinario en el ámbito laboral.

El reglamento que se propone permitirá contar con una herramienta ágil para el desempeño diario de las actividades académicas que desarrollan la Escuela Judicial y las unidades de capacitación del OIJ, Ministerio Público, Defensa Pública y Gestión Humana. Evita que se deba acudir al procedimiento disciplinario tradicional, con las insuficiencias que demuestra frente a la posibilidad de que ocurran faltas en el orden específico de la formación y capacitación judiciales.

Por lo anteriormente expuesto, se recomienda su aprobación por parte del Pleno de la Corte Suprema de Justicia.".
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Se acordó: Tener por presentado el informe de la Sala Constitucional y solicitar a la señora Presidenta de la Sala Primera y a los señores Presidentes de las Salas Segunda y Tercera, el pronto envío del informe requerido en la sesión del 7 de noviembre de 2.011, artículo XIX, en razón del tiempo transcurrido desde su solicitud. Se declara acuerdo firme.
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Los Magistrados Arroyo, Ramírez, Chinchilla y las Magistradas Pereira y Arias, por su orden, Presidente e integrantes de la Sala Tercera, en nota de 8 de junio de 2012, rindieron el siguiente informe:

“En relación con su oficio número 10437-11, en que comunicó lo acordado por Corte Plena en el artículo XIX de la sesión número 36-11 del 7 de noviembre del 2011, respecto del Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial, me permito informarle lo siguiente.

Problema planteado

Durante la discusión del proyecto del "Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial", surgió la duda de si el procedimiento propuesto para aplicar sanciones a quienes incurran en faltas disciplinarias, durante su participación en actividades propias de la Escuela Judicial, podía provocar cosa juzgada respecto a una ulterior aplicación del régimen disciplinario del Poder Judicial. 

Conforme se nos solicitó, las Magistradas y Magistrados de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, exponemos nuestro criterio.

Criterio de las magistradas Magda Pereira Villalobos y Doris Arias Madrigal, y de los magistrados Jesús Ramírez Quirós y Carlos Chinchilla Sandí

En criterio de la mayoría de las señoras y señores magistrados de la Sala Tercera, la pretensión de reglamentar los artículos 27 y 28 de la Ley Constitutiva de la Escuela Judicial, introduciendo el mismo tipo de sanción que la prevista en los artículos 174 a 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), a saber sanción leve, grave y gravísima, implicaría confundir el régimen sancionatorio académico, propio de la Escuela Judicial, con el disciplinario que es común a todo el Poder Judicial.

Cuando la Ley de la Escuela Judicial señala que todos los alumnos estarán sujetos al régimen disciplinario de ese órgano (artículos 15 y 27), se refiere exclusivamente a la participación de los estudiantes en los cursos de capacitación que ofrece. Es por esta razón que el mismo artículo 27 deja a salvo el régimen disciplinario común que rige en las relaciones laborales del Poder Judicial con sus empleados. Asimismo establece que la sanción que imponga la Escuela no afecta la relación laboral con el Poder Judicial, pero que debe ser comunicada a las autoridades respectivas para que se pronuncie sobre su situación laboral (art. 27).

Además de la sanción académica, también subsiste el deber de las autoridades administrativas de determinar si la actuación lesionó el régimen disciplinario del Poder Judicial. Sin embargo, en nuestro criterio, si se establece el mismo tipo de sanciones tanto en el régimen de la Escuela Judicial como en el sancionatorio previsto por la Ley Orgánica, la propuesta vendría a superponer un régimen al otro, con el peligro comprometer su aplicación argumentando que ya se produjo cosa juzgada.

Se estima que la condición de servidor judicial no se pierde, ni se altera, en razón de la asistencia a ningún curso de capacitación. Si el servidor judicial comete una falta en el tiempo que se le ha concedido para asistir a una capacitación, lo procedente además de aplicar el régimen  “académico”, es también remitir el asunto a conocimiento del Tribunal de Inspección Judicial, con el fin de que éste dé inicio al procedimiento establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial para determinar la existencia o no de responsabilidad disciplinaria y si es acreedor de una sanción.

Una situación distinta se da con aquellas personas que se vinculan a la Escuela para cursar programas de ingreso al Poder Judicial, pero que, a pesar de recibir una beca, no son funcionarios ni servidores judiciales. En este caso, si durante el tiempo en que son alumnos de esos cursos incurren en alguna falta, únicamente podrán ser sometidas al procedimiento previsto por la Ley de Creación de la Escuela Judicial; y de determinarse su responsabilidad, sólo se les podrá imponer una de las sanciones previstas por el artículo 28 de esa misma ley, y desde luego las responsabilidades contractuales, quedando excluidas del régimen disciplinario laboral previsto para los empleados judiciales.

Finalmente, debe señalarse que el argumento respecto de que el Tribunal de la Inspección Judicial estima que no es competente para conocer de estos asuntos, y por ello ordena la devolución de las causas, con el mayor respeto, no se considera un argumento válido. 

La Ley Orgánica del Poder Judicial es clara al establecer las responsabilidades que le competen a ese órgano para instruir causas disciplinarias y, en su caso, imponer sanciones a los servidores y funcionarios del Poder Judicial, sin hacer distinción alguna si se cometen en el desempeño de sus funciones habituales o cuando asisten a un curso de capacitación de la Escuela Judicial.

En este mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal de la Inspección Judicial, al señalar que los superiores jerárquicos y ese mismo Tribunal, son competentes para conocer de las causas disciplinarias y para imponer sanciones, cuando conozcan de las faltas cometidas durante los cursos que imparte la Escuela. Al respecto ha señalado lo siguiente.

“[…] Con dicho fundamento la Unidad de Inspección Fiscal, tiene la potestad de iniciar (traslado de cargos) el procedimiento disciplinario.” Con la normativa citada, se establece que ciertamente la competencia disciplinaria sobre los miembros del Ministerio Público le corresponde a la Fiscalía General, la cual ejerce su potestad disciplinaria mediante la Inspección Fiscal, como órgano coadyuvante de aquella, quedando claramente establecido que dicha competencia nace del artículo 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuando establece que los jefes de oficina podrán ejercer el régimen disciplinario sobre sus subalternos, siempre y cuando por la naturaleza de la falta, no deba aplicarse una suspensión mayor a los quince días. En este orden de ideas, queda establecido pues, que la competencia disciplinaria le asiste a los jefes sobre sus subalternos, y en este predicado, también es claro que la Escuela Judicial no es el jefe de las fiscales aquí cuestionadas, como si lo es la Fiscalía General, por lo tanto el régimen disciplinario establecido en la Ley de Creación de la Escuela Judicial está encaminada a conocer faltas contra sus alumnos en los casos expresamente establecidos en dicha ley. Tan es así, que la misma Escuela Judicial, en un caso similar al presente, remitió el asunto a esta Inspección a fin de conocer el asunto por reprobar un curso contra un servidor judicial. (Véase Voto No. 708-02 de las once horas con veinte minutos del ocho de agosto del dos mil dos). Así las cosas, procede rechazar la excepción de falta de competencia alegada por ambos recurrentes. […]” (Resolución número 717 del Tribunal de la Inspección Judicial, de las 9:50 horas del 31 de agosto del 2006).

En razón de lo expuesto, consideramos que éste último problema planteado se solucionaría con la simple indicación de que el Tribunal de la Inspección Judicial debe cumplir con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y proceder a investigar los asuntos sometidos a su conocimiento por la Escuela Judicial.

Criterio del Magistrado José Manuel Arroyo Gutiérrez

Por su parte, el magistrado José Manuel Arroyo Gutiérrez consideró que sí podía existir una conducta generadora de una sanción en un ámbito temporal y especializado como el de capacitación y ser capaz de generar, eventualmente, una sanción disciplinaria de carácter general. Con esta opinión se apartó del criterio de mayoría y expuso lo siguiente.

El punto de fondo que aquí debe definirse es si puede la Escuela Judicial, con fundamento en los artículos 27 y 28 de su Ley constitutiva, reglamentar un capítulo sancionatorio estrictamente académico, donde se prevean sanciones leves, graves y gravísimas, con aplicación de un debido proceso que también se describe en detalle. Soy de la opinión que en principio esta propuesta es viable. El problema a resolver emerge porque funcionarios judiciales, vinculados mediante relación laboral con la institución, temporalmente pasan a un régimen especial de capacitación, donde existe otro jerarca, otras competencias y un régimen especial vinculado a derechos y obligaciones académicas. Estando bajo la vigilancia y control de las autoridades de la Escuela, se ha presentado el problema de quién y cómo  se aplica un régimen disciplinario en estas condiciones temporales y particulares.  De modo que, en criterio de quien suscribe, tal y como funciona en distintos niveles o ámbitos del ordenamiento jurídico en general, por ejemplo, una falta puede sancionarse disciplinariamente y a la vez constituir delito, y su doble castigo, no implica violación al principio non bis in ídem; de igual manera, considero que puede existir una conducta generadora de una sanción en un ámbito temporal y especializado, como lo es la vinculación a un programa de capacitación (que afecta el ámbito estrictamente académico), y también generar una eventual sanción disciplinaria general (que afecte la relación laboral propiamente dicha). Se trataría entonces de ámbitos distintos con consecuencias también diferentes, que no plantearían el dilema de la doble sanción y, con ello, se resolvería el problema de mantener control sobre los funcionarios que temporalmente acuden a programas de capacitación y se encuentran obligados a una serie de requisitos y obligaciones.  Es de importancia destacar que resulta necesario llenar el vacío normativo que existe en la actualidad puesto que la Ley de Creación de la Escuela Judicial, no contiene más que la disposición que otorga la potestad disciplinaria (en manos de su Director y en alzada de su Consejo), sin detallar tipificaciones de faltas y sin establecer las reglas del procedimiento disciplinario. Estas disposiciones sobre competencias han ocasionado que la Inspección Judicial rechace asuntos que las autoridades de la Escuela le envían, con el siguiente conflicto de competencias no resuelto. Parece necesario, eso sí, corregir el Proyecto de Reglamento, para que en todos los casos, se remita a la Inspección Judicial el asunto para que establezca si los hechos son constitutivos de faltas disciplinarias laborales, aparte de las que ya hubiera impuesto la Escuela por las de carácter estrictamente académico.”
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El Magistrado González, en correo electrónico recibido el 12 de octubre de 2012, rindió el siguiente informe:

“En atención al traslado de documentos no. 10435-11 de fecha 23 de noviembre de 2011, en el que se remitió en consulta a los presidentes de Sala el Proyecto de Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, y de conformidad con la delegación realizada a lo interno de la Sala Primera para que el suscrito rindiera el respectivo informe, me permito manifestar:

Conviene realizar algunas puntualizaciones a nivel técnico-jurídico en torno a la propuesta reglamentaria, a efectos de que sean considerados en caso de que la Corte Plena decida su aprobación.

El artículo 7 dispone: “La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán  a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.” Respecto de tal previsión, conviene realizar dos observaciones. La primera, de orden terminológico, se debe a que en el resto de la norma, las sanciones previstas están definidas como “exclusiones”, sin embargo, acá se utiliza el vocablo “suspensiones”, por lo que se recomienda su homologación. 

En segundo lugar, el que una persona que ha sido sancionada sea posteriormente convocada de oficio contradice la finalidad persuasiva de la falta. En todo caso, si se opta por mantener tal posibilidad previendo posibles casos en que se requiera por la necesidad institucional, como lo indica la norma, lo recomendable sería estructurar dicha posibilidad como una suspensión de la sanción previamente impuesta, requiriéndose que así se disponga por el órgano que la impuso en virtud del principio de paralelismo de las formas.

En el artículo 11 se regula el plazo en el que se debe de llevar a cabo la audiencia oral. No obstante, la redacción resulta confusa, ya se indica que “al menos diez días hábiles después de la comunicación del acto inicial”. Sobre este punto, si la intención del precepto es establecer el distanciamiento mínimo que debe concurrir entre ambos actos procesales, la redacción debería ser más clara en este sentido. Bajo esta misma tesis, dicho plazo contradice lo dispuesto en el artículo 311 de la Ley General de la Administración Pública, por lo que se recomienda la asimilación a lo allí dispuesto (15 días) a efectos de evitar una posible indefensión al investigado por lo reducido del tiempo para preparar una defensa. 

De igual forma, si lo que se pretende es establecer el plazo máximo en el que se debe realizar la audiencia, el mismo resulta irrazonable en atención a lo indicado en el párrafo anterior. 

En otro orden de ideas, la disposición que se comenta establece que la persona a quien se le sigue el procedimiento debe señalar un medio electrónico para atender notificaciones. En aplicación del derecho de defensa, y la posibilidad de las personas de escoger la forma en que desea recibir las respectivas comunicaciones, esta limitación en el lugar para recibir notificaciones resulta injustificada.

En los numerales 11 y 13 se dispone que quien dicta el acto final es el mismo órgano director. Desde el punto de vista técnico, ello resulta erróneo, ya que la figura del órgano director supone la separación en dos sujetos distintos de la instrucción del asunto y la decisión que se emita. Así las cosas, siendo que en el reglamento que se analiza queda claro que esta distinción de labores no se da, resulta impropio el uso del término indicado. Tomando en cuenta que en el reglamento se establece que esta tarea recae en el Director de la Escuela Judicial, y por las funciones que a este le corresponden, se recomienda estructurar el procedimiento de forma tal que la instrucción le corresponda a un funcionario designado por el Director, reservando a este último la decisión final del asunto. En línea con lo anterior, resulta innecesario el establecimiento de la posibilidad de delegar funciones contenidas en el numeral 11.

Finalmente, se omite regulación en torno al plazo de prescripción de las faltas. En este sentido, por un aspecto de seguridad jurídica, se recomienda la determinación clara y precisa de las reglas prescriptivas aplicables a la materia. Cabe destacar que, debido a que la implementación de lo anterior constituye un beneficio para el investigado, su regulación vía reglamento no supone un obstáculo jurídico.

Sin más por el momento y a su disposición para cualquier aclaración o consulta,”
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El Magistrado Aguirre, Presidente de la Sala Segunda, en nota de 25 de febrero de este año, informó:

1. “Antecedentes

Por oficio número 23-CD/EJ-2011 del 27 de octubre de 2011, suscrito por el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, se sometió a conocimiento de la Corte Plena, la propuesta de “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”, según acuerdo adoptado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión número 4-2011 del 5 de octubre de ese año.

En la sesión de Corte Plena número 36-11 del 7 de noviembre de 2011 (artículo XIX) se acordó remitir el proyecto de reglamento a las Salas “… para su estudio y posterior informe a esta Corte…”.

2. Objeto del Reglamento

La propuesta de “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”, según su artículo primero, tiene por objetivo “… regular la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial”. Y su finalidad es “… investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones…”. 

Los numerales de 2 al 5 hacen alusión a las faltas. Así, el 2 se refiere a los tipos de faltas: leves, graves y muy graves. El 3 se ocupa de las leves, el 4 de las graves y el 5 de las gravísimas.

El artículo 6 titulado “NATURALEZA DE LA SANCIÓN” descarta la naturaleza disciplinaria de la sanción desde la perspectiva de la relación laboral propiamente dicha.

El numeral 7 contempla los tipos de sanciones.

Los artículos del 8 al 15 regulan el procedimiento.

Las disposiciones 16 y 17 tienen que ver con los recursos.

Por último, el artículo 18 establece un término ordenatorio para concluir el procedimiento con resolución firme. 

3. Criterio 

Mediante la Ley de Creación de la Escuela Judicial (número 6593 del 6 de agosto de 1981), se dejó a su cargo “… la formación y capacitación de los servidores de ese Poder” (artículo 1°); previéndose la existencia de un Consejo Directivo como órgano superior de la (numeral 6), así como de un director que es el “… encargado de ejecutar las decisiones tomadas por el Consejo Directivo; es el superior jerárquico de los servidores de la Escuela…”.

Para efectos del proyecto de reglamento que se somete a conocimiento, particularmente interesan los numerales 27 y 28 de ese mismo cuerpo normativo, los que por su orden disponen:  

“Artículo 27.- El régimen disciplinario de la Escuela estará a cargo del Director quien, antes de resolver lo que corresponda, deberá oír personalmente al alumno.

Los pronunciamientos a este respecto serán apelables para ante el Consejo Directivo, dentro del tercer día desde la comunicación por escrito. 

La imposición de una sanción disciplinaria no afecta la relación laboral para con el Poder Judicial, pero será comunicada a la Corte Plena, a la Inspección Judicial o al Departamento de Personal, según corresponda, para que -si es del caso- se resuelva sobre la situación del alumno, como funcionario o empleado”

“Artículo 28.- Las sanciones disciplinarias aplicables son:

 a) Advertencia o apercibimiento.

 b) Reprensión.

c) Expulsión temporal de la escuela, la cual no podrá ser superior a un mes y conllevará la retención del salario como estudiante (se entiende de quien a su vez es una persona servidora judicial).

 ch) Expulsión definitiva”.

En aplicación del articulado transcrito, está claro que, por vía legal se estableció un régimen sancionatorio académico y, como tal, con una naturaleza jurídica distinta a la del disciplinario previsto también legalmente para sancionar las faltas de los (as) servidores (as) en los términos de los numerales 174 y siguientes en relación con el 28, todos de la Ley Orgánica del Poder Judicial; tan es así, que expresamente se dispuso que la imposición de una sanción conforme con esa Ley de Creación de la Escuela Judicial no afecta la relación laboral para con el Poder Judicial, debiendo eso sí comunicarla a los órganos que en ella se indican, a efecto de que se resuelva sobre la situación del (la) alumno (a), como funcionario (a) o empleado (a). 

Ahora bien, el numeral 11 de esta ley ordenó a la Corte Plena dictar la respectiva reglamentación, así: “…Las atribuciones que corresponden al Consejo Directivo, al Director y a los demás funcionarios de la Escuela, así como la restante organización y funcionamiento de ésta, serán señaladas en un reglamento interno que deberá dictar la Corte Plena”.

Por consiguiente, la propuesta de reglamento sometida a conocimiento de la Corte, responde a la necesidad de cumplimiento de esa normativa y, a su vez, da respuesta a la problemática que en la práctica se ha presentado, en los términos que fueron expuestos por el señor director de la Escuela Judicial, en la indicada sesión número 36-11.

Por tener naturaleza diferente, no se estima que podría presentarse un quebranto al principio del nom bis in idem, en el supuesto de que se sancionara a la persona a la luz del régimen sancionatorio académico y también del referido disciplinario laboral; tema que se discutió en la indicada sesión de Corte.

El reglamento que se propone no rebasa los límites contenidos en la ley en cuanto a esa diferenciación, pues, de la relación de sus artículos 1, 6 y 7 claramente se desprende que una cosa es la sanción para fines académicos y otra bien distinta para fines disciplinarios, siendo que inclusive, ambas son impuestas por órganos diferentes. En ese sentido, el artículo primero (se reitera en lo que interesa) reza: “… Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones” (énfasis suplido). El numeral 6 siguiente dispone: “La imposición de una sanción académica no afecta la relación estatutaria de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda” (lo evidenciado es nuestro). Por último, el artículo 7 en lo de interés indica: “Cuando proceda una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional” (énfasis suplido). 

No obstante, es de advertir que la Ley de Creación de la Escuela Judicial, en su artículo 27 obliga a comunicar la sanción académica a los órganos que en ella se indican, para resolver sobre la situación del (la) alumno (a) desde la perspectiva de la relación laboral. Es decir, en términos imperativos. De ahí que la redacción del reglamento en este aspecto concreto sea contrario a la ley, pues, prevé la potestad de hacerlo y no la obligación (numerales 1, 6 y 7).

En ese orden de ideas, el reglamento debe ajustarse a la norma legal, evitando dejar a la Escuela Judicial la decisión de determinar los asuntos que se remiten, con el consecuente peligro de incursionar en una esfera que no le corresponde, con lo cual se garantiza la inexistencia de tratos diferenciados. 

Pese a lo anterior, es razonable la preocupación de mantener coexistiendo esos dos sistemas sancionadores, aunque como se dijo, con naturaleza y consecuencias distintas. Más, la temática, rebasa la competencia reglamentaria de la Corte Plena, precisamente, porque su origen está en la ley. De ahí que, para unificar el sistema, de manera tal, que las faltas en relación con el régimen académico se aprecien todas como propias de la relación de servicio, cuya investigación y sanción deben estar a cargo de los órganos previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, precisa instar una reforma legislativa en ese sentido.

En cuanto a la normativa reglamentaria concreta que se propone, se considera lo siguiente:

- Por las razones expresadas, para evitar diversas interpretaciones, conviene precisar el artículo primero reglamentario así: “Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de las responsabilidades propias de la relación laboral, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones”. 

- Se propone reformular el numeral 6 de la siguiente forma: “Las sanciones que se impongan conforme a este reglamento tendrán efectos únicamente en el ámbito académico, sin perjuicio de la comunicación que deberá hacerse a los órganos que correspondan para la determinación de responsabilidades propias de la relación laboral, penales o de otra naturaleza”. 

- La clasificación a la que se recurre, a modo de tipificación de las faltas en leves, graves y gravísimas (dicho sea de paso, el numeral 2 denomina estas últimas como “muy graves” y el 5 “gravísimas”); contiene en sí misma la problemática que se ha advertido en la práctica a propósito de la clasificación contenida en los numerales 191 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con el agravante de que su redacción sugiere un numerus clausus, cuando razonablemente debe quedar numerus apertus, de manera que la Administración pueda tener la posibilidad de sancionar otras faltas de tipo académico que se pudieran presentar.

- Según el artículo 28 de la Ley que se reglamenta (Ley de Creación de la Escuela Judicial), las sanciones aplicables son las siguientes: a) advertencia o apercibimiento; b) reprensión; c) expulsión temporal de la escuela, la cual no podrá ser superior a un mes y conllevará la retención del salario como estudiante (se entiende de quien a su vez es una persona servidora judicial) y ch) expulsión definitiva. Mientras que el artículo 7 del reglamento establece: “Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:/ a) Las faltas leves con advertencia verbal o amonestación escrita./ b) Las faltas graves con una sanción que consista en la amonestación escrita o exclusión temporal de las actividades de la Escuela Judicial o de las Unidades de Capacitación de uno a seis meses. En este último caso la sanción implicará la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados./ Las faltas gravísimas se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados./ Cuando proceda una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional”. De la relación de esta norma reglamentaria con el indicado artículo 28 de la ley, queda claro que aquella se contrapone a ésta, pues rebasa sus límites, específicamente en cuanto la norma legal prevé: un periodo mas corto de exclusión temporal, la expulsión definitiva y no contempla como sanción la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados. Siguiendo el comentario de ese artículo 7 no se considera razonable que pueda optarse por imponer las mismas sanciones a faltas que tienen distintos grados de gravedad. Por último, en armonía con lo propuesto, se propone la siguiente redacción para el último párrafo de la norma: “Una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos que correspondan para la determinación de responsabilidades propias de la relación laboral, penales o de otra naturaleza. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional”. 

Aparte de lo que viene expuesto se recomienda:

1.- De previo a someter a votación la propuesta de “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial” ponerla en conocimiento de las organizaciones de empleados (as) judiciales.

2.- Retomar el tema en la discusión de reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, con el fin de plantearse la posibilidad de unificación de la que se ha dado cuenta.

Dejo de esta forma rendido el informe solicitado.”
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Se acordó: 1) Tener por rendidos los informes de los Presidentes de las Salas y del Magistrado González. 2) Trasladar las observaciones formuladas por las diferentes Salas y el Magistrado González a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que emita las observaciones que estimen pertinentes. 3) Conforme lo recomienda la Sala Segunda, conceder audiencia a las organizaciones de servidores y servidoras judiciales por el plazo de un mes sobre el contenido del proyecto de “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”

-0-

La Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema de Justicia, en oficio nº. 7315-13 del 03 de julio de 2013, suscrita a la Mag. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:


Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 29-13 celebrada el 1 de julio del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XIII

Documento 5889-13, 6196-13, 6314-13, 6503-13, 6653-13, 6703-13

En sesión N° 36-11 celebrada el 7 de noviembre de 2011, artículo XIX, previamente a resolver lo que corresponda, se acordó remitir a las señoras Presidentas y a los señores Presidentes de las cuatro Salas, el “Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte.

En la sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril del año en curso, artículo XII, se tuvo por rendidos los informes de los Presidentes de las Salas y del Magistrado González y se trasladaron sus observaciones a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que emitiera las consideraciones que estimaran pertinentes. Asimismo, conforme lo recomendó la Sala Segunda, se concedió audiencia a las organizaciones de servidores y servidoras judiciales sobre el contenido del proyecto de “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”, cuyo texto literalmente dice:

“REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL

Artículo 1. Objetivo y fines

Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas

Las faltas académicas en que incurran las personas participantes a las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.

Artículo 3. Faltas Leves

Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.

b) Ausentarse injustificadamente y de manera temporal de una actividad académica o prueba evaluativa, una vez iniciada la misma.

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas e instalaciones que utilice la Escuela Judicial o las unidades de capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves

Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior, la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. 

b) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación para fines ajenos a los académicos o de investigación.

Artículo 5. Faltas Gravísimas

Se consideran faltas académicas gravísimas:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativa bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, irrespetar gravemente, insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Utilizar algún método fraudulento con el objeto de alterar una calificación o de cualquier otra forma, obtener un beneficio académico ilegitimo.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como notas o calificaciones.

f) Observar una conducta contraria a las disposiciones éticas establecidas por el Poder Judicial, durante la realización de una actividad académica o prueba evaluativa organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción

La imposición de una sanción académica no afecta la relación estatutaria de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda.

Artículo 7. Tipos de sanciones

Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal o amonestación escrita. 

b) Las faltas graves con una sanción que consista en la amonestación escrita o exclusión temporal de las actividades de la Escuela Judicial o Unidades de Capacitación de uno a seis meses. En este último caso la sanción implicará la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

c) Las faltas gravísimas se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

Cuando proceda una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.

Del procedimiento

Artículo 8. Interposición de denuncias

La persona a cargo de la coordinación y supervisión de las actividades de capacitación, mediante informe escrito y debidamente sustanciado, hará traslado a su jefatura, las situaciones que sean de su conocimiento, que a su criterio constituyan una probable falta de las contenidas en este reglamento. Dicho informe deberá contener una descripción de los hechos y referencia de las probanzas que los respalden.

La respectiva jefatura, de considerarlo procedente, remitirá dicho informe al Director o Directora de la Escuela Judicial. 

En caso de considerar que el informe no reúne los elementos necesarios para la realización de la audiencia, devolverá, por única vez, dicho informe a quien lo remite para que realice los ajustes requeridos.

Artículo 9: Del procedimiento

La investigación de la comisión de las faltas aquí descritas, se realizará mediante el procedimiento ordinario establecido en el presente reglamento. 

Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento

El órgano director del procedimiento de investigación estará constituido por el Director o Directora de la Escuela Judicial, quien podrá delegar dicha función en la persona subdirectora de la Escuela Judicial, según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública

Artículo 11. ACTO INICIAL

Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, dictar el acto inicial, en el que señalará fecha y hora para la realización de la audiencia oral. Dicha audiencia se efectuará al menos diez días hábiles después de la comunicación del acto inicial.

En el acto se le indicará a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, los elementos probatorios de cargo y la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada y acceder libremente al expediente. En este auto se ordenará la comparecencia de las personas que así se requieran.

Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

Artículo 12. Audiencia Oral

La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien más de 3 días hábiles uno de otro.

El desarrollo de la audiencia obedecerá a los principios de intimación, inmediación, contradictorio y concentración, en estricto apego al debido proceso.

Una vez iniciada la diligencia, en caso de ser procedente, se llevará a cabo una audiencia de conciliación, que se regirá por las reglas de procedimiento que apruebe el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en estricto apego a la ley y a las normas y políticas institucionales del Poder Judicial.

Cuando no se llegue a una conciliación, se procederá a recibir o incorporar toda la prueba testimonial, pericial, confesional, documental y material. Primeramente se procederá con la prueba de cargo, y posteriormente con la de descargo.

Finalmente se escuchará a la persona investigada y a su abogado o abogada, si lo tuviere.

En el caso de los informes o denuncias escritas, se procurará recibir la información de manera verbal. En caso de imposibilidad se procederá a incorporar los referidos elementos documentales en audiencia.

Sin embargo, podrán realizarse antes de la audiencia las diligencias probatorias que se estimen pertinentes, siempre y cuando su ejecución sea comunicada con tres días de antelación al afectado, quien tendrá derecho a hacerse presente con su abogado o abogada.

Artículo 13. ACTO Final

Terminada la comparecencia el órgano director del procedimiento deberá mediante acto fundado, dictar el acto final de manera oral en la misma audiencia. En los casos que, por su complejidad, a criterio del órgano director del procedimiento, deba realizarse un mayor análisis de los elementos probatorios, contará con el plazo de tres días hábiles. En estos casos, fijará hora y fecha para el dictado de la resolución.

Las partes podrán solicitar al órgano director el dictado de una resolución escrita, quien resolverá en el acto acerca de dicha solicitud. Esta resolución no tendrá recurso alguno.

Artículo 14. Incomparecencia

Si la persona investigada, o alguna de las demás citadas, no se presentan a la audiencia sin ofrecer una justificación válida, el órgano director analizará las pruebas que consten en autos y dictará la resolución correspondiente.

Artículo 15. Documentación de la audiencia.

La audiencia se documentará mediante la grabación de vídeo. En aquellos casos donde no resulte factible, se realizará mediante grabación únicamente de audio. Solamente en casos excepcionales, debido a imposibilidades materiales, la documentación de la audiencia se realizará por medio de un acta escrita.

El dictado oral y fundamentado de la resolución final, debidamente documentada, sustituye en todos sus efectos la necesidad de una resolución escrita.

De los recursos

Artículo 16. Recurso de Apelación

En la comunicación oral o escrita de la resolución final a la persona investigada, se le indicará el derecho de recurrir contra esa disposición mediante el recurso ordinario de apelación, en el plazo de tres días hábiles contado a partir de la comunicación del acto final. El recurso deberá ser debidamente sustentado y ofrecer la prueba respectiva en caso de ser necesario.

Artículo 17. Resolución de recursos

El recurso de apelación se interpondrá ante el órgano director del procedimiento, quien deberá remitirlo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, junto con la documentación correspondiente. 

Este último órgano resolverá dicho recurso en el plazo de 30 días naturales.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 18. Duración del Procedimiento

El procedimiento de investigación de faltas académicas deberá concluirse por resolución firme en el plazo ordenatorio de los 90 días hábiles posteriores a su iniciación.”
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Vencido el plazo otorgado, las únicas respuestas recibidas fueron las siguientes:

El señor Francisco Gutiérrez Vivas, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), en oficio ANEJUD-0125-2013 del 20 de mayo del año en curso, comunicó:

“En atención al Oficio N° 4317-13, de fecha 17 de abril de 2013, Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial, agradeciendo primeramente al Magistrado Aguirre, Presidente de la Sala Segunda, por solicitar expresamente, se concediera audiencia a las Organizaciones de servidores y servidoras judiciales, nos permitimos referirnos al citado documento.

Como preámbulo, queremos señalar que toda gestión que involucre cambios en el ámbito laboral e incidan en el interés de los servidores y servidoras de este Poder de la República; tanto la Honorable Corte como cualesquiera otra Instancia de poder institucional que los promueva, están en la obligación de dar audiencia; mínimamente, a los Sindicatos Institucionales legalmente establecidos, para que nos pronunciemos y se tome en cuenta nuestra posición a la hora de definir sobre el particular. Así lo establece el Artículo 9 de nuestra Constitución Política y Código de Trabajo. Por tal razón agradecemos la deferencia.

Sobre el Reglamento en cuestión, ANEJUD se pronuncia totalmente en contra del mismo, cuando sea para aplicarlo en detrimento de un servidor o funcionario Judicial. Lo anterior, por cuanto consideramos que al aplicarse sanción contra algún trabajador del Poder Judicial por esta vía, se corre el riesgo de sanción doble, cuando al amparo del Régimen Disciplinario establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, como trabajador de la Institución, se le deba sancionar como tal, por la falta cometida mientras recibía instrucción en la Escuela Judicial, dependencia, que en esta situación se convierte en su centro de trabajo.

Sumado a lo anterior, tal como lo señalan los Magistrados y Magistradas; Arroyo, Ramírez, Chinchilla, Pereira y Arias, la propuesta vendría a superponer un régimen al otro, con el peligro de comprometer su aplicación argumentando que ya se produjo cosa juzgada.

Los mismos Honorables Magistrados y Magistradas, anteriormente citados, sabiamente señalan: Se estima que la condición de servidor judicial no se pierde, ni se altera en razón de la asistencia a ningún curso de capacitación. Si el servidor judicial comete una falta en el tiempo que se le concedió para asistir a una capacitación, lo procedente además de aplicar el régimen “académico”, es también remitir el asunto a conocimiento del Tribunal de Inspección Judicial, con el fin de que éste de inicio al procedimiento establecido, en la Ley Orgánica del Poder Judicial, para determinar la existencia o no de responsabilidad disciplinaria y si es acreedor de una sanción.

Más claro no canta un gallo, el servidor o funcionario judicial que asiste a un curso o capacitación académica en la Escuela Judicial o cualesquiera otra similar en el país o fuera de él,  mientras esté recibiendo la instrucción con goce de salario, está sujeto a la disciplina que le impone la Ley Orgánica del Poder Judicial, sí y solo sí. 

En consecuencia, imponerle otro régimen disciplinario a los servidores judiciales, por una circunstancia especial temporal, que no mejora en lo más mínimo el establecido por Ley, por cuanto todos los señalamientos sobre faltas, derechos y deberes esgrimidos en uno, los contempla el otro, (Ley Orgánica del Pode Judicial y el Reglamento) no viene a ser más que un método coercitivo innecesario y como dice nuestro pueblo, es ponerle al trabajador “albarda sobre aparejo”.

Señores Magistrados Señoras Magistradas, con el mayor respeto les instamos a desistir de este proyecto, y en su defecto revisar la Ley Orgánica del Poder Judicial, es urgente reformarle, para mejorar las condiciones del personal judicial y la atención a los usuarios, de paso, se podría incluir un apartado que contemple las supuestas necesidades, para ordenar el marco académico del Poder Judicial, con un reglamento específico.”
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El licenciado Jorge Luis Morales García, Secretario General del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), en correo electrónico del 29 de mayo del año en curso informó:

“En relación con la consulta formulada sobre el oficio 4329-13 del 17 de abril de 2013, en virtud el cual se nos pone en conocimiento el artículo XII de la Sesión de Corte Plena número 15-13 del 15 de abril de 2013, concretamente em cuanto al “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL", nuestro sindicato hace ver que no encontramos aspectos que lesionen los derechos de los jueces y juezas, que por el contrario el reglamento que se nos pone en conocimiento esta dirigido a lograr los objetivos de una correcta capacitación de los funcionarios judiciales, por lo cual manifestamos nuestra anuencia con el mismo.”
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Las señoras Ingrid Bermúdez Vindas y Alexandra Madriz Sequeira, por su orden Presidenta y Secretaria del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, en oficio Nº Of-011-Sitrajud-13, del 31 de mayo último, informaron:

“La Corte Plena en sesión N°15-2013 celebrada el 15 de abril de 2013, artículo XII, discutió el Proyecto de “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial” y acordó, entre otros aspectos, conceder audiencia al Sindicato que representamos para referirnos al contenido de este Proyecto, mediante nota N°4330-13 del 17 de abril de 2013 de la Secretaría General de la Corte.

Previa consulta a nuestras Agremiadas y nuestros Agremiados, planteamos las siguientes consideraciones respecto del Proyecto de “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”, en adelante PRSA-PJ:

1.- Secundamos la decisión institucional de aplicar el régimen disciplinario cuando se cometan las faltas tipificadas en el artículo 3 del PRSA-PJ.

2.- Consideramos que el tema del hostigamiento sexual en la docencia debe incluirse de manera expresa dentro del régimen disciplinario institucional, en consonancia con las políticas aprobadas y vigentes del Poder Judicial, porque es perfectamente posible que se dé entre estudiantes, de estudiante a docente, o de docente a estudiantes.

3.- Estamos convencidos de que el PRSA-PJ no es la solución a problemas como el hecho de que la Inspección Judicial haya rechazado asuntos, cuyas faltas se encuentran contenidas en el PRSA-PJ, bajo argumento que no son de su competencia; más bien, somos de la posición de que se continúe aplicando el régimen disciplinario a través de la Inspección Judicial, incluso para las faltas indicadas en el artículo 3 del PRSA-PJ pues, a nuestro entender, la aplicación del régimen propuesto en forma paralela al actual a cargo de la Inspección Judicial constituiría una doble sanción para las servidoras y servidores judiciales, en virtud de la existencia de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que le atribuye a la Inspeccion Judicial la potestad disciplinaria y la consecuente facultad de imponer sanciones, si es del caso.

4.- En caso de que se produzca la aprobación del PRSA-PJ, surgen las siguientes necesidades que deberán ser cubiertas en su totalidad por la Institución:

10. Patrocinio legal (defensa gratuita) para aquellas servidoras judiciales y aquellos servidores judiciales investigados.

11. Pago del servicio de transporte, y eventualmente de alimentación así como de hospedaje, para aquellas servidoras judiciales y aquellos servidores judiciales investigados, cuando deban asistir a la audiencia oral, o a cualquier otra diligencia señalada por el órgano competente del procedimiento sancionador académico.

12. Facilitar a las servidoras judiciales y a los servidores judiciales investigados, el acceso oportuno a las pruebas en poder de la Institución, solicitadas para ejercer la defensa técnica.

13. Eximir a las servidoras judiciales y a los servidores judiciales investigados de “poner al día” el trabajo atrasado dentro o fuera de la jornada ordinaria de trabajo, que se haya generado durante su ausencia justificada por asistir a las convocatorias efectuadas por el órgano competente del procedimiento sancionador académico.

En síntesis, la Junta Directiva de Sitrajud comprende la necesidad institucional de sancionar las faltas de conducta que eventualmente surjan dentro del proceso de capacitación institucional; no obstante, considera que el PRSA-PJ discutido por la Corte Plena excede las expectativas que dieron origen a su creación, ya que las servidoras judiciales y los servidores judiciales terminan pagando un precio muy elevado, desproporcionado, por la eventual comisión o no de una de las faltas académicos previstas en este Proyecto, por las razones señaladas párrafos atrás.

Expresándole nuestro mayor respeto y consideración, nos suscribimos muy atentamente,

Para notificaciones señalamos el siguiente correo electrónico sitrajud@gmail.com”
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El licenciado John Hernández Rojas, Presidente de la Asociación Psicólogos del Poder Judicial, en correo electrónico del 4 de junio en curso manifestó:

“Luego de leer detenidamente el documento en interés, esta representación no tiene sugerencias que brindar en cuanto al "Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial".
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La licenciada Damaris Vargas Vásquez, Secretaria de la Asociación Costarricense de Juezas, en nota del 4 de junio en curso, comunicó 

“La Junta Directiva de la Asociación Costarricense de Juezas, representada por su Presidenta, jueza Ana Luisa Meseguer Monge, agradece la audiencia dada por Corte Plena en sesión N° 15-13 de 15 de abril de 2013, sobre el “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”, y dentro del plazo legal otorgado, emite criterio sobre el aludido Reglamento:

Esta Asociación estima que es una obligación de las personas juzgadoras la adquisición de conocimientos, habilidades y destrezas para ofrecer un servicio público eficiente y de calidad a las personas usuarias, legitimando con ello su gestión. Sin embargo, el cumplimiento de ese deber puede exigirse en el tanto la Institución ofrezca las herramientas necesarias para tal fin, tal y como lo dispone el Código Iberoamericano de Ética Judicial.

Conforme a la premisa expuesta, esta Asociación estima que el sistema sancionatorio establecido en el Reglamento, constituye una doble sanción administrativa para las personas juzgadoras, al existir ya un órgano especializado en los procedimientos disciplinarios como es el Tribunal de la Inspección Judicial, el cual garantiza además la doble instancia, pues sus resoluciones tienen recurso de apelación ante el Consejo Superior del Poder Judicial.

Este Reglamento no es claro y preciso sobre las conductas sancionables, dejando a la subjetividad de las personas participantes en el proceso por parte de la Escuela Judicial y el propio órgano director, llenar de contenido una serie de conceptos indeterminados y de frases vacías que se incorporan. Además, se están delegando funciones disciplinarias a personas que no son especialistas en ese régimen, lo cual se estima necesario para poder garantizar el respeto por el debido proceso en sede administrativa, desarrollado ampliamente por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

Sin perjuicio de lo anterior, se hacen las siguientes propuestas en relación con el contenido del Reglamento, para su valoración:

Artículo 1° Objetivos y fines

Se estima, el planteamiento del objetivo del Reglamento está planteado en forma negativa, pues lejos de tener como fin “investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones”, sugerimos se establezca como objetivo del Reglamento: 

Incentivar la excelencia de las personas servidoras judiciales mediante procesos de capacitación en conocimientos, habilidades y destrezas a fin de ofrecer un servicio público eficiente y de calidad a las personas usuarias; prevenir actuaciones contrarias a las políticas de capacitación del Poder Judicial y sancionar desviaciones a éstas.

De las faltas

Artículo 2°

Sin comentarios pues es una norma descriptiva.

Artículo 3°

En general, estimamos desproporcionadas las conductas citadas en este artículo para calificarlas de faltas, aunque se consignen como leves.

Inciso a): 

Se estima que las frases “perturbar la tranquilidad” y “normal desarrollo”, son conceptos indeterminados no propios de un “Reglamento Sancionatorio”. Ambas frases generan inseguridad jurídica a las personas servidoras judiciales, pues queda abierta la posibilidad a que subjetivamente cualquier personas facilitadora estime se le perturbó la tranquilidad o afectó el normal desarrollo de la capacitación en relación con conductas de las personas servidoras judiciales que reciben la capacitación, cuya intención no sea esa sino intervenir activamente con sus aportes, o bien, no se establezcan desde un inicio reglas claras de la forma en que se desarrollarán las actividades de capacitación, extremo en el cual se estima es preciso complementar este Reglamento. Lo anterior, a fin de procurar mayor seguridad jurídica y evitar arbitrariedades.-

Inciso b): 

Se considera que no se trataría de una ausencia propiamente dicha, pues de la redacción se desprende que la  persona servidora judicial sí se hizo presente a la actividad académica o prueba evaluativa pues se indica, ésta dio inicio. Se considera que, al tratarse de una norma sancionatoria, es necesario indicar cuáles serían calificadas como ausencias injustificadas de las sesiones de capacitación, a fin de que las personas que reciban la capacitación conozcan de las reglas desde un inicio. Es preciso que tales reglas queden expresamente señaladas en este Reglamento, para eliminar subjetividades de las personas facilitadoras designadas por la Escuela Judicial. Nótese que conforme a los lineamientos institucionales, debe priorizarse la labor de la oficina a cargo para no afectar significativamente el servicio que se da a las personas usuarias. De esta forma, para que tales políticas y circulares del Consejo Superior y de Corte Plena sean coherentes con las conductas de las personas servidoras judiciales a quienes va dirigido este Reglamento sancionatorio, es preciso señalar supuestos concretos. Por ejemplo, si una persona juzgadora debe atender a una usuaria indígena (prioridad en atención conforme a lineamientos) que viene desde muy lejos, podría ser justificación para que se retire temporalmente de la sala de capacitación mientras se ocupa de atender a esa persona debidamente, y luego puede incorporarse nuevamente; siendo que esa conducta podría ser justificada para una persona facilitadora sensibilizada en esa temática, pero no para otra, lo cual generaría incerteza a quienes reciben la capacitación.

Deben considerarse además situaciones particulares de las mujeres juezas, como podría ser el período de lactancia o imprevistos por embarazos, pues no podría dejarse a la subjetividad de la persona facilitadora la calificación de la gravedad de la conducta.

Inciso c)

La incorporación de una sanción en los supuestos que ahí se citan, suponen que las personas servidoras judiciales que reciben la capacitación conozcan formalmente cuáles son esas “directrices de uso y aseo” de las aulas e instalaciones que utilice la Escuela Judicial o las unidades de capacitación. Lo anterior exige la emisión de un protocolo de parte de la Escuela Judicial, donde se especifique claramente cuáles son esas directrices, que se les de la debida publicidad de forma tal que se aseguren se conozca el documento por las personas a las que va dirigido. Además, debe acompañarse de una inducción breve al inicio de cualquier proceso de capacitación.

En caso de que las sedes de las capacitaciones sean otros sitios ajenos a la Escuela Judicial, como podría ser la Facultad de Derecho, es preciso que se faciliten con antelación los lineamientos de aseo y uso de las instituciones respectivas para poder exigir su cumplimiento.

Artículo 4°

Inciso a)

Debe buscarse coherencia entre este Reglamento y los lineamientos institucionales, pues uno de los motivos para ausentarse de las capacitaciones es no contar con el “visto bueno” de la persona que ejerce la función de juez o jueza coordinadora de la oficina, pues esa es una de sus potestades, ante imprevistos que ameriten atender prioritariamente asuntos propios de la oficina. Estas situaciones pueden presentarse aunque se cuente con autorización del Consejo Superior o las unidades de capacitación respectivas, por lo que es preciso establecer en el Reglamente cuáles son esos supuestos a efecto de que no quede a la subjetividad de la persona facilitadora designada por la Escuela Judicial o de la persona encargada de ello.

Deben considerarse además situaciones particulares de las mujeres juezas, como podría ser el período de lactancia o imprevistos por embarazos, pues no podría dejarse a la subjetividad de la persona facilitadora la calificación de la gravedad de la conducta.

Inciso b)

Se estima necesario que la norma sea redactada partiendo de la premisa que asegure, las personas que van a recibir la capacitación conozcan con antelación las formas óptimas de uso de los recursos materiales y tecnológicos de la Escuela Judicial, para poder exigirles responsabilidad. Ciertamente, hay formas razonables de uso adecuado de esos recursos; sin embargo, algunos son tan modernos que las personas servidoras judiciales no estamos familiarizadas como para que se exija un conocimiento tan especializado, como sucede con las pizarras que se adquirieron recientemente.

Artículo 5°

Inciso a)

Se estima necesario que en este inciso debe hacerse la salvedad de que tales drogas sean suministradas por prescripción médica para atender alguna enfermedad propia de las personas servidoras judiciales. De igual forma, al estimarse que el alcoholismo es una enfermedad, es preciso se tomen medidas especiales para este tipo de situaciones y que las mismas se han del conocimiento previo a la capacitación a las personas a las que va dirigida.

Inciso b)

Es preciso especificar si la palabra “agredir” hace alusión a agresión física o a agresión psicológica, pues en este último supuesto, antes de exigir responsabilidad a las personas servidoras judiciales que se van a capacitar, asegurar que tienen lineamientos precisos acerca de cuál es la o las conductas esperadas. Ello, debido a que si se está en procesos de capacitación basados en los perfiles respectivos en que se desarrollen conocimientos, habilidades y destrezas, la participación activa de estas personas y de su experiencia facilita que emitan comentarios que para algunas personas podrían ser agresivos o irrespetuosos, mientras que para esa persona no. De ahí, es preciso contar previo a la emisión de este Reglamento, con un protocolo emitido por la Escuela Judicial donde se den lineamientos precisos al respecto, de esta forma, se eliminarán subjetividades de las personas facilitadoras o quienes estén a cargo de la determinación de estas “faltas”.

Es necesario que esos conceptos indeterminados “insultar” o “amenazar” sean definidos por seguridad jurídica, tratándose de un reglamento sancionador.

Inciso c)

Se considera que no podría darse el mismo calificativo en la sanción a la persona que facilita el fraude y la que comete el fraude en las pruebas de evaluación, pues debe existir una atenuación en el primer supuesto. En este y los anteriores supuestos, debe garantizarse el debido proceso administrativo.

Inciso e)

Debe aclararse que la “sustracción” de esas fórmulas o cuestionarios de exámenes deben tener como fin un provecho personal, puesto que de lo contrario no podría considerarse una falta de tal magnitud para calificarla de “gravísima”. 

Inciso f) 

No existe conformidad con este inciso, debido a que muchas de las “disposiciones éticas establecidas por el Poder Judicial” ya tienen sanciones precisas en la Ley Orgánica del Poder Judicial y otras –la mayoría- son líneas de comportamiento que pretenden la excelencia de las personas servidoras judiciales, pero por su naturaleza no son objeto de sanción. 

Este inciso es contrario a las políticas institucionales en valores, puesto que la línea de la Comisión de Valores y de la Secretaría de Ética y V alores ha sido que las personas tengan modelos de conducta ajustados a estos comportamientos éticos voluntariamente –valores compartidos- y no por imposición. Además, lo que para una persona puede ser ético, para otra no, dependiendo de la cultura y las circunstancias. Tan es así que el Poder Judicial creó el Consejo de Notables para que se ocupe entre otras labores, de esta definición de conductas éticas en la práctica.

De las sanciones

Artículo 6

Es necesario que el Reglamento defina cuáles de las “sanciones académicas” en concreto van a ser comunicadas a otros órganos para que las personas servidoras judiciales conozcan con antelación las reglas a las que se van a someter, pues como se señaló, se estaría en sede administrativa sancionando doblemente por una misma conducta, ya que el Tribunal de la Inspección Judicial podría retomar la calificación de la acción o la omisión respectiva. 

Además, debe especificarse a qué órganos “administrativos” se hace referencia, pues por “disciplinarios” se estima es el Tribunal de la Inspección Judicial y no se considera otro vinculado.

Artículo 7

Inciso b) 

Se considera no es coherente esta sanción con las políticas institucionales puesto que en el reglamento de evaluación de desempeño se plantea como una motivación a las personas juzgadoras que alcances niveles de excelencia, la capacitación; y en este caso, se establece como sanción no asistir a capacitaciones en caso de faltas graves.

De igual forma, conforme al Código Iberoamericano de Ética Judicial, la capacitación es una obligación de las personas juzgadoras y en este caso se le está limitando el acceso a la misma, por lo que no es razonable la sanción; máxime que esa imposibilidad de capacitación puede extenderse a 6 meses.

Nótese que a la Institución le urge promover que algunas personas reciban capacitación en ciertas temáticas para que tengan un mejor desempeño u ofrezcan un servicio público más eficiente y de calidad, de manera tal que no podría lograrse ese objetivo si se impone una sanción de esa naturaleza.

Inciso c)

Se estima lo mismo que en el inciso anterior. Peor aún si se pretende excluir de actividades de capacitación de seis meses a dos años. No debe perderse de vista que lamentablemente, para algunas personas esto lejos de ser una sanción, es un premio. Estimamos las sanciones deben ser diferentes, de más provecho para el Poder Judicial y para las personas servidoras judiciales. En este caso, la afectación al servicio público va a ser mayor pues se está separando a quien lo necesita del desarrollo de conocimientos, habilidades y destrezas para ejercer mejor su función.

Último párrafo artículo 7

Consideramos que esa “convocatoria” a la que se hace referencia, debe indicar necesariamente para que efecto es; además, no se precisa a que “necesidad institucional” se hace alusión. Reiteramos, este Reglamento establece dobles sanciones a una misma conducta.

Del procedimiento

Artículo 8

No se especifica si la “persona a cargo de la coordinación y supervisión de las actividades de capacitación” es la persona facilitadora o de la gestora de capacitación; debiendo delimitarse y aclararse esa competencia por seguridad jurídica.

No se establecen plazos de remisión ni consecuencia en caso de incumplimiento.

Artículo 11

Debe precisamente el plazo exacto que tiene el órgano director para emitir el auto intimatorio, pues es impreciso indicar “una vez que ha tenido conocimiento de la denuncia”. No tiene lógica establecer un plazo para la audiencia oral –cuyo contenido no se describe- posterior a diez días, cuando lo usual es que el plazo que establece la normativa siempre es corto para el señalamiento a fin de que el procedimiento sea ágil para evitar inseguridad a las personas investigadas al tener esos procesos pendientes, los cuales necesariamente requieren un plazo de caducidad ante el retardo injustificado de la administración en el trámite.

Artículo 12

Se sugiere que esa frase que señala: “Finalmente se escuchará a la persona investigada y a su abogado o abogada, si lo tuviere”, sea aclarada en el sentido de si se trata en realidad de una etapa para emitir conclusiones.

Artículo 17

De mantenerse como segunda instancia para conocer del recurso de apelación el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se estima necesario que ese Consejo esté integrado en forma paritaria por hombres y mujeres, o por más mujeres que hombres conforme a una política de discriminación positiva, siguiendo los lineamientos internacionales de carácter supraconstitucional de la CEDAW.

Además, ese Consejo debe tener igual representación de jueces y de juezas. Lo anterior, para garantizar la equidad de género.

La Asociación Costarricense de Juezas está a las órdenes de las magistradas y los magistrados integrantes de Corte Plena, de requerirse información adicional.”

- 0 -

Los señores Alex Víquez Jiménez y Miguel E. Fernández Calvo, por su orden Presidente y Secretario, de la Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial (ACOPRODEJU), en nota del 12 de junio en curso comunicaron:

“Quienes suscribimos Alex Víquez Jiménez y Miguel E. Fernández Calvo, por su orden presidente y secretario de la Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial (ACOPRODEJU), por este medio procedemos a responder el Oficio 4310-13,  mediante el cual se nos pone en conocimiento del "Proyecto del Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial", en los siguientes términos:

Sometido a consideración de la Junta Directiva el Contenido y Alcances de las disposiciones del reglamento mencionado, estimamos que el mismos resulta a todas luces inconveniente al instituirse un régimen disciplinario paralelo al que ya existe dentro del Poder Judicial, y al cual nos encontramos sujetos todos los funcionarios de esta institución. La remisión que establece el artículo 6 de dicho proyecto a los órganos disciplinarios y administrativos de aquellos funcionarios que hayan sido sujetos de aplicación de este régimen sancionatorio académico, lo que esta creando es una clara y flagrante violación al principio de doble incriminación, pues una misma falta se estaría conociendo en dos sedes diferentes, pudiendo provocar sendas sanciones disciplinarias por un mismo hecho.

Dejamos de esta forma contestado el presente oficio, haciendo patente, nuevamente, nuestra oposición al mismo, por el riesgo mencionado anteriormente, y por contar ya la institución con los mecanismos disciplinarios suficientes para abordar cualquier falta disciplinaria en que incurra un funcionario del Poder Judicial, ya sea en el desempeño de sus labores o mientras recibe una capacitación en la escuela judicial. Valga agregar, que la Escuela Judicial cuenta ya, con un mecanismo de evaluación a fin de determinar el aprovechamiento que se haga -o no- de un curso académico que se desarrolle en esa institución.”

- 0 -

Se acordó: Tener por contestada la audiencia por parte de las organizaciones gremiales citadas y trasladar las observaciones que se han hecho a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su análisis y emita las consideraciones que estime pertinentes. Se declara acuerdo firme.”

-0 -

SE ACUERDA: Remitir este asunto al Consejo Superior con la atente solicitud de que su oficina de asesoría jurídica emita un criterio sobre cómo proceder desde el punto de vista administrativo sancionador. ACUERDO FIRME.

-0-

ARTÍCULO VIII

El Lic. Gustavo Barquero Morales, prosecretario general  de la Corte Suprema de Justicia, en oficio nº. 6618-13 del 14 de junio de 2013, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-13 celebrada el 28 de mayo del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO LXXXIII

Documento 958-11, 5744-13

En sesión Nº 9-11 celebrada el 8 de febrero de 2011, artículo XXII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En oficio N° 004-CD/EJ-11 de 28 de enero del año en curso, la señora Aida Cristina Sinclair Myers, Secretaria de la Escuela Judicial, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de esa Escuela, en la sesión Nº 06-10 celebrada el veinticuatro de noviembre del 2010, artículo XII, que literalmente dice:

"La Mag. Ana Virginia Calzada manifestó que era de suma importante capacitar a las juezas y los jueces en el tema sobre la visión del estado, más hacia lo político que hacia lo jurisdiccional y que para ello, se podría considerar a los especialistas en este tema tales como: el Dr. Constantino Urcuyo, Dr. Jaime Ordoñez, Dr. Rodolfo Cerdas entre otros. Considera de suma importancia que el juez conozca como se maneja el Estado ya que como juez democrático, es la base de una república independiente.

El Dr. Marvin Carvajal expresó que la estrategia de capacitación podría ser mediante un producto audiovisual, en donde se graben algunos politólogos que desarrollen este tema, cuyo producto se podría presentar a las juezas y jueces al inicio de los cursos. 

Asimismo, se recomendó tener en consideración el tema sobre "Salud Reproductiva" dentro de los ciclos de conferencia del año 2011."

-0-

SE ACUERDA: 1) Comisionar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, para que coordine todo lo pertinente para la producción del material audiovisual sobre la visión del estado hacia lo político, material que será presentado a las juezas y jueces al inicio de los cursos. 2) Además, la consideración del tema sobre "Salud Reproductiva" dentro de los ciclos de conferencia del 2011. 3) Hacer una atenta instancia ante el Consejo Superior, para que se autorice a la Escuela Judicial, el acceso al nuevo sistema informático llamado Streaming, para consultas varias dentro de las actividades de capacitación para juezas y jueces. ACUERDO FIRME.

0 –

Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación anterior. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda en relación con el acceso al nuevo sistema informático "Streaming", solicitar al Departamento de Tecnología de la Información, que en el término de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, informe lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.”

-0 –

El licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, mediante oficio N° 4168-DE-2013 del 20 de mayo en curso, informó lo siguiente:

“Para lo que a bien estime disponer el Consejo Superior, me permito remitir oficio N° 965-DTI-2013 de 17 de mayo en curso, que suscribe el MBA Rafael Ramírez López, Director de Tecnología de la Información, respecto a la solicitud de la Escuela Judicial para utilizar la herramienta informática "Streaming" dentro de las actividades de capacitación para jueces y juezas.”

-0 –

Seguidamente, se transcribe el oficio Nº 965-DTI-2013, que dice:

“Para que por su medio se haga del conocimiento de los estimables miembros del Consejo Superior y de conformidad con acuerdo de este en su Sesión N° 09-11, Artículo XXII, sobre la solicitud de la Escuela Judicial para utilizar la herramienta informática "Streaming" dentro de las actividades de capacitación para juezas y jueces; me permito indicar lo siguiente.

Esta Dirección de Tecnología, como alternativa de solución integral para la Institución, está llevando a cabo un proyecto denominado "Sistema de distribución y publicación de contenido multimedial en la red de datos del Poder Judicial", para el cuál se está realizando un análisis de los alcances y limitaciones sobre diferentes productos de software para Streaming, así como un estudio de impacto en el flujo de datos de la red institucional, para determinar los recursos que se deben de adquirir para el fortalecimiento de este servicio.

Asimismo para transmitir cursos de capacitación, se está utilizando la plataforma de comunicación denominada videoconferencia, por cuanto la herramienta informática Streaming es muy limitada para ello, al utilizarse un servicio libre en Internet.

Es por ello que desde el punto de vista técnico es factible facilitar este tipo de tecnología a la Escuela Judicial, no obstante, se requiere contar con más información al respecto, como lo es, los alcances del proyecto, cantidad de usuarios y las fuentes de financiamiento presupuestario, esto por cuanto la herramienta Streaming es una técnica para la transmisión de audio y video a través de las redes de datos, y para lograr la difusión de este contenido multimedial es necesario diseñar y contar con una infraestructura tecnológica que contemple las características de las computadoras y de los equipos servidores, así como las capacidades de los enlaces requeridos, que en conjunto constituyen la experiencia Streaming.

(…)”

- 0 -

Se acordó: Tomar nota de lo informado por el máster Rafael Ramírez López, Director de Tecnología de la Información y hacerlo de conocimiento de la Escuela Judicial.”

-0-

SE ACUERDA: Tomar nota.

-0-

ARTÍCULO IX

La Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General, Corte Suprema Justicia, en oficio nº. 4267-13 del 16 de abril de 2013, suscrito al Mag. Dr. Rolando Vega Robert de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, indica lo siguiente:

Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril del presente año, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XVI

Documento 1588-13, 2084, 3224, 3223-13

El doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, mediante oficio Nº 004-CD/EJ-13 del 19 de febrero del año en curso, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión Nº 01-13 celebrada el 5 de ese mes,  artículo IV, que literalmente dice:


“La Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema de Justicia, en el oficio n° 12194-12 del 07 de diciembre de 2012, suscrito al Lic. Alfredo Jones León, director ejecutivo,  indica lo siguiente:

 Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 41-12 celebrada el 26 de noviembre del año en curso, que literalmente dice:

"ARTÍCULO XXXII

 Documento 8956, 11723-2012

         El Consejo Superior en sesión N° 78-12 celebrada el 30 de agosto de este año, artículo LXXII, tomó el acuerdo que literalmente dice:

 "El doctor Rolando Vega Robert, Magistrado de la Sala Segunda, en correo electrónico del 21 de agosto en curso, dirigido al Presidente, Magistrado Mora, expuso lo siguiente:

 "Muy atentamente, me permito dirigir ante ustedes una propuesta para que la Corte Plena o el Consejo Superior en su caso, dispongan que el Consejo de la Judicatura proceda a establecer un protocolo de respaldo mediante el cual se graben todas las pruebas orales realizadas a los aspirantes a ingresar a la carrera judicial por parte de los tribunales examinadores."

 Las grabaciones deberán quedar a disposición de las personas interesadas en cada concurso para lo que a bien estimen.

Lo anterior pretende garantizar la objetividad de las pruebas orales realizadas por los tribunales examinadores y el derecho de defensa de los aspirantes que eventualmente puedan resultar lesionados de forma ilegítima y arbitraria." 

- 0 -

 En adición a lo anterior, el doctor Rolando Vega Robert, en correo electrónico de misma fecha, dirigido al Presidente, Magistrado Mora, comunicó lo siguiente:

 "Complemento mi oficio anterior en el sentido de que también se contemple en esta gestión, las grabaciones en los casos en que se evalúe oralmente a cualquier persona que aspire a un ascenso dentro de la carrera judicial o participe de cualquier otro proceso de evaluación oral que pueda eventualmente traerle consecuencias negativas."

- 0 -

 Se acordó: Trasladar la gestión del Magistrado Rolando Vega Robert al Consejo de la Judicatura para que analice el tema planteado y emita un criterio al respecto."

- 0 -

         El Magistrado Vega, en correo electrónico de 25 de octubre último, expresó:

"En vista de que no se me ha dado una respuesta concreta en relación con esta propuesta que formulé desde el mes de agosto del presente año, solicito muy respetuosamente que se incluya el asunto en agenda de Corte Plena.

Ojalá para cuando la Corte pueda conocer del tema, la Escuela Judicial pueda tener alguna valoración adicional que pueda coadyuvar en la toma de alguna decisión de política institucional que ayude a mejorar el sistema actual de evaluación de la carrera judicial."

- 0 -

 Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: "Con respecto a este asunto se había solicitado al Consejo de la Judicatura que analizara el tema y emitiera criterio al respecto, pero el Magistrado Vega nos informa que en agosto presentó la propuesta al Consejo Superior y todavía no se ha resuelto nada. Señala el Magistrado Vega que dado que el Consejo de la Judicatura no ha rendido el informe correspondiente, le parece conveniente que también solicitemos criterio al Consejo Directivo de la Escuela Judicial. Me parece conveniente que aceptemos la propuesta de solicitar criterio al Consejo Directivo de la Escuela Judicial y al propio tiempo pedir al Consejo de la Judicatura el pronto envío del informe que le fuera solicitado".

Se concede el uso de la palabra al Magistrado Vega, quien expresa: "Quiero explicar lo que ha motivado esta solicitud. Han llegado a mi oficina varios compañeros jueces y compañeras juezas en diferentes momentos, a quejarse sobre la forma arbitraria en que han sido evaluados por parte de los tribunales examinadores para el ingreso a la Carrera Judicial, o bien, para aspirar a algún ascenso mediante el concurso de algún puesto. Curiosamente cuando me han planteado ese tipo de situaciones, les he preguntado: ¿Ustedes ejercieron algún tipo de defensa de sus derechos? ¿plantearon alguna gestión? y me dicen que no porque los exámenes no son apelables y al mismo tiempo que no son apelables resulta que no existe ninguna evidencia recogida en ninguna parte sobre la forma en que se evalúa a los jueces, a las juezas o a los aspirantes a ingresar a la Carrera Judicial, es decir, no queda ningún formato electrónico conteniendo la grabación del examen, ni tampoco queda un acta con una minuta que recoja los aspectos fundamentales de la forma en que fueron evaluadas las personas, ni queda absolutamente nada. Es como si nunca hubiera existido ninguna actuación de ningún tipo y así se ha venido practicando la evaluación a través de los tribunales en todas las jurisdicciones y sé que este es un tema que le interesa al Magistrado Cruz.

La perspectiva de la posible violación al derecho de defensa de la personas que aspiran a ocupar algún cargo en la judicatura, me parece que es una perspectiva de derecho subjetivo, es una perspectiva que cada quien deberá de ver de qué manera puede defenderse, pero más allá de esa perspectiva, por alguna razón que no me explico hasta este momento, nadie ha planteado a pesar de las inconformidades ninguna gestión para defender sus derechos, debe ser por el temor a no poder entrar nunca a ser considerado dentro de la Carrera Judicial.

Hay otro aspecto que me parece es elemental dentro de un sistema de Carrera Judicial y es ¿quién controla a los evaluadores? ¿Quién controla la forma en que los tribunales evalúan a los jueces y a las juezas que van a ingresar, o qué van a ascender dentro de un sistema de Carrera Judicial? ¿Cómo sabemos si esos tribunales realmente son tribunales que están evaluando conforme a los criterios y a los lineamientos de las Comisiones jurisdiccionales, a los requerimientos, a las necesidades que el Poder Judicial tiene hoy por hoy? ¿Cómo estamos controlando la calidad del funcionamiento de los tribunales evaluadores, que a su vez incide en la calidad del proceso de escogencia para el acceso a la Carrera Judicial? Resulta que ninguno de los dos aspectos los estamos midiendo, máxime cuando no se cuenta con ninguna prueba de cómo se están haciendo las cosas. Me parece que es difícil entrar en alguna dinámica de querer mejorar un tema tan sensible como es el acceso a la Carrera Judicial.

Creo que ese es un tema de política institucional, es decir, ni siquiera me cuestionaría la necesidad de que esta Corte defina la obligatoriedad de que esas pruebas se graben, de manera que quede como un respaldo probatorio para cualquier persona que se muestre inconforme sobre la forma en que fue evaluado y al mismo tiempo para que los órganos, el Consejo de la Judicatura, las Comisiones Jurisdiccionales, puedan también revisar la forma en que los tribunales están evaluando a quienes ingresan o pretenden ingresar a la Carrera Judicial y pretenden ascender dentro de la Carrera Judicial. Lo cierto del caso es que hay un sentimiento importante de inequidades por la integración de tribunales diversos y por la forma en que esos tribunales diversos se comportan de forma distinta con respecto a los aspirantes. Tribunales que evalúan muy "light", a quien quieren evaluar muy "light" y evalúan con mano de hierro, a quienes quieren evaluar con criterios muy rígidos, y según se me ha manifestado eso genera un sentimiento de mucha frustración y de grandes inequidades en algunas personas. Cuando soy amigo de los miembros del tribunal hay un tratamiento equis y cuando no soy amigo de los miembros del tribunal hay otro tratamiento equis. Me parece que eso no puede seguir funcionando así dentro de un Sistema de Carrera Judicial que funcione bajo parámetros objetivos y que permita al mismo tiempo garantizarnos un buen funcionamiento de un Sistema de Carrera Judicial que, -repito- por lo menos a mi forma de ver y entender las cosas, lo mínimo que debería tener es algún mecanismo de objetivización en el acceso a la Carrera Judicial y el desarrollo dentro de la Carrera Judicial, a través de los procesos de evaluación para poder ascender en los diferentes cargos. Nada de eso lo hemos estado haciendo en los 13 o 14 años, en el tiempo que tenemos de haber aprobado la Ley de Carrera Judicial. Quiere decir que aquí se han ascendido jueces, hemos tenido jueces que ingresan, se desarrollan y van progresando dentro de la carrera, sin que haya ninguna posibilidad de controlar la forma en que esos procesos se han dado, en el sentido de si realmente han respondido a cuestiones realmente objetivas, o si han habido algunos vicios de subjetividad, que eventualmente puede ser que hayan existido en mayor o menor grado. 

 Lo que hago es transmitir una preocupación porque no fue casualidad de una o dos personas, varias personas me lo han planteado en diferentes momentos, y una de las últimas personas resultó ser una colaboradora muy directa de la Sala nuestra, entonces yo le dije: "mire no me lo venga a decir a mí, mejor vaya y se lo cuenta a los compañeros magistrados y compañeras magistradas de la Sala. Cuénteles qué fue lo que le pasó, cómo la evaluaron y cómo se sintió usted en esa evaluación, para que podamos tener información mucho más confiable y tomar alguna decisión. Creo que va en esa doble vertiente el tema el cual es sumamente importante. No sé detrás de eso cuántas inconformidades podrán haber aparte de las que yo he tenido conocimiento, pero independientemente de esas inconformidades o no, independientemente de esos hechos que llegaron por lo menos a mi conocimiento, me parece que un sistema de Carrera Judicial no puede funcionar bien, si ni siquiera es capaz de poder tener un mecanismo de verificación sobre la forma en que se están practicando las evaluaciones para acceder a ese sistema y para poder desarrollarse dentro del mismo.  

 Esto es básicamente lo que quería plantear. El tema de si se necesitan equipos de grabación, si no se necesitan equipos de grabación, es decir, toda la parte logística u operativa me parece que es secundaria, lo que estimo importante es que exista una voluntad de este cuerpo colegiado, que exista una voluntad política dentro de la concepción que tengamos de la Carrera Judicial, para por lo menos dejar planteada la necesidad que eso se haga y en el corto plazo".

MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO VEGA, ENTRÓ EL MAGISTRADO CRUZ.

El Presidente, Magistrado Mora, le expresa al Magistrado Vega: "Quiero organizar el pensamiento de cómo tengo que dirigir esto. Yo no estuve en la primera oportunidad en que la Corte decidió trasladárselo al Consejo de la Judicatura. Pensé que solamente íbamos a hacer recordatorio al Consejo de la Judicatura y a pedir criterio al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, pero ahora veo por su intervención que entramos al fondo del tema. Personalmente no me siento preparado para entrarle al fondo de una discusión".

Manifiesta el Magistrado Aguirre: "No nos habíamos cuestionado estos problemas. En algún momento estando el Magistrado Cruz en el Consejo de la Judicatura definimos algunos de estos temas y pensábamos en la conveniencia de poner unos visores que fueran a estar ahí, aunque el tema de los visores resultaba un poco complicado y no teníamos los recursos. En aquel momento se recurrió a que un funcionario de la Escuela Judicial acudiera el día de los exámenes y que él llevara el libro de actas y fuera el que diera fe de las notas que consignaban los examinados. Sin embargo, esto se dejó de hacer, porque no habían recursos y la Escuela Judicial no podía comprometer un funcionario cada vez que habían exámenes una semana entera, porque ellos lo necesitaban para otros menesteres y tampoco era de enviar al Conserje para que fuera a estar ahí observando o alguien que no supiera nada, pero obviamente tenía que ser un profesional en derecho y también aquí en esta Corte hemos hablamos en más de una oportunidad sobre cómo hacer los exámenes y si le dábamos o no apelación y se llegó a la conclusión que en un sistema como estos, si le damos apelación a los exámenes, tendríamos que poner tribunales de segunda instancia para que revisen las apelaciones de los exámenes, porque somos una clientela muy difícil y realmente la institución no estaba en condiciones de hacerlo. Es por ello que existe un reglamento y este tema está reglamentado y no es nada inventado. La regla dice que los exámenes son orales y no tienen apelación alguna, lo único es que se pueden anular porque se haya incurrido en algún vicio o en alguna situación que sea lesiva para los derechos del examinado, pero nada más. En lo que yo llevo de estar en el Consejo de la Judicatura que ha sido desde su creación, hemos anulado exámenes solo un par de oportunidades y hemos dispuesto hacerlos de nuevo. 

Sobre lo de la grabación no le veo ningún inconveniente que se pueda grabar, es cuestión de poner un recurso adicional ahí, unas cámaras de las que graban los debates penales, esto para efectos de poder valorar en el futuro si se ha incurrido en alguna falta que amerite la nulidad que sea constitutiva de un vicio para poder anular el examen, sería ese el propósito. Ahora, ¿por qué está en la Escuela Judicial? porque resulta que este tema tiene que ver con el funcionamiento de la Escuela. Ellos ahora están haciendo exámenes, y además se está haciendo un estudio para modificar la metodología de los exámenes, porque eso que dice el Magistrado Vega puede ser cierto en algunos casos y que haya ocurrido las cuestiones subjetivas, porque nosotros lo que hacemos es nombrar jueces y juezas de experiencia, porque eso es lo que pide el reglamento. A los jueces y juezas se les suministra un temario que es el mismo que se reparte a los examinandos que, por lo general, ese temario ha sido confeccionado con la participación de los mismos miembros del tribunal examinador y después el examen es oral. Hemos tenido muchas quejas, algunas quejas son en el sentido de que se preguntan aspectos teóricos. En otros casos se preguntan temas muy circunstanciales de cómo ha interpretado un tribunal una ley que no tiene que saberlo todo el mundo y así por el estilo. A raíz de todos esos problemas pensamos que podríamos diseñar un curso para darle a los integrantes de los tribunales algunos rudimentos de cómo evaluar, ese curso se ha venido dando a los tribunales examinadores y creo que casi todos los que intervinieron en este caso que narra el Magistrado Vega ya recibieron ese curso, a la larga no estaría dando resultados si todo fuera cierto. Dicen que el curso es bueno, yo no lo he llevado, no sé si el Magistrado Sanabria que está aquí lo habrá llevado. Hemos tenido también algún problema en el sentido de que los jueces y juezas presentan alguna resistencia a llevarlo, porque implica una labor adicional en que ya nosotros no estamos como para ponernos a llevar un curso no necesariamente presencial, sino en el cual tenemos que hacer algunas pruebas para demostrar lo que hemos aprendimos. Hemos tenido algunos problemas en ese sentido, pero les digo ahora se ha estado trabajando en la Escuela Judicial, sobre la construcción de una nueva metodología para examinar, de tal manera que se eviten esos subjetivismos que pueden darse. El Consejo de la Judicatura está haciendo un informe sobre otros planteamientos que se han hecho respecto a la metodología de cómo se debe evaluar, y así incluir en un único estudio todas estas problemáticas para poder tomar una decisión, pero no veo ningún inconveniente en que se graben, eso es una cuestión de la Corte si quiere aplicar algunos recursos en ese sentido. No sé si se ocupará algún técnico que vaya ese día a controlar el equipo o lo podrán hacer los jueces examinadores por sí solos, desconozco el procedimiento, pero no le veo ningún inconveniente en que se grabe, no tenemos el visor que en algún momento quisimos, pero tal vez esto nos viene a llenar ese faltante del visor".

MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO AGUIRRE, ENTRÓ EL MAGISTRADO CHINCHILLA.

 Interviene la Magistrada Gómez Cortés: "Quiero dar mi punto de vista no solamente como jueza, por cuanto en alguna oportunidad me ha correspondido realizar exámenes, sino también en carácter de coordinadora del Tribunal Examinador de Juez Penal de la Unidad Interdisciplinaria. Creo que es un tema que siempre ha sido debatido, porque para la persona que hace el examen es un momento difícil y no solamente en lo personal, sino por todo lo que puede significar su carrera judicial. 

Estimo que las personas que la Unidad ha designado en la mayoría de los casos son personas muy calificadas, muchas de ellas con experiencia académica muy basta (me aparto en ese tema), de manera que pueden darse algunas situaciones. En particular me parece que, y lo digo con todo respeto, generalizar que todos los jueces y las juezas que integramos los tribunales examinadores podemos caer en subjetivismos y de alguna manera en alguna arbitrariedad y la forma en cómo se realizan estas pruebas, considero que no es lo más sano.

En mi condición de integrante de un tribunal, no tendría ninguna objeción en que se graben esos exámenes, más bien eso le daría mucho insumo a la Corte Suprema de Justicia, para ver qué es lo que está pasando justamente cuando un tribunal examinador tiene que realizar esta tarea.

 Que dicha que me correspondió estar hoy en la sesión y que se dio este tema que me da la oportunidad de puntualizar dos cosas. Por una parte precisamente lo que comentaba el Magistrado Aguirre, que la Unidad Interdisciplinaria se ha preocupado de implementar una serie de cursos de capacitación para capacitadores, así como cursos para personas que estamos integrando los tribunales examinadores, lo cual es un método importante para definir pautas precisas de cómo realizar este tipo de evaluación, y esto sería lo más moderno y de punta que hay en este momento.

Por otra parte, además de preocuparse la Corte por el tema de cómo se hacen los exámenes, también sería importante preocuparse por la necesidad de que la Escuela Judicial de previo a la realización de estos exámenes, efectúe cursos de refrescamiento a la personas que integran los tribunales examinadores. Nos hemos encontrado con personas de primer ingreso que tienen un mes o tres meses de haberse graduado y que obviamente las respuestas que ellos puedan dar a las preguntas difícilmente puedan lograr hacerlo, no solo por su inexperiencia dentro de la judicatura, sino por su reciente graduación, por lo menos en lo que se trata de tribunales. En el tribunal que integro que realiza exámenes para jueces y juezas penales de primer ingreso, la cantidad de personas recién graduadas es muy considerable y por eso siempre nos hemos preocupado, incluso hicimos una gestión a la Unidad Interdisciplinaria, en el sentido de que la Escuela Judicial pudiera hacer estos cursos de refrescamiento, no son los cursos de capacitación ordinarios que tiene la Escuela Judicial, sino cursos de capacitación ya sea por la Escuela Judicial, o en un convenio con el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, para estos muchachos que realizan estas pericias.

 No podemos dejar de puntualizar lo que se percibe lastimosamente en algunos casos y de parte de algunas Universidades sobre la calidad de la educación universitaria, eso se refleja mucho en los exámenes y para muchos que integramos los tribunales examinadores no tendríamos objeción que estos fueran filmados, justamente ahí podríamos darnos cuenta en realidad qué es lo que está pasando cuando los tribunales procedemos a realizar estas evaluaciones y, obviamente, si somos acompañados por algún representante de la Escuela Judicial sería bienvenido." 

Manifiesta la Magistrada Varela: "Quiero señalar que la propuesta que hace el Magistrado Vega se enmarca dentro de lo que hemos llamado "incursionar en campos de oralidad" y que genera el tema también de la transparencia. Estimo que este es un paso más en el tema de la transparencia y es una garantía para las personas que se someten a los exámenes. Primero no deja de ser garantía para ellos y un autocontrol para los mismos aplicadores de los exámenes. Autocontrol en el sentido que no van a estar haciendo tratos diferenciados para medir el conocimiento y para medir en alguna medida el tema de la actitud de las personas que se someten, porque lo que se pretende con la Carrera Judicial es escoger a las mejores personas, esto con el fin de no facilitar el ingreso de aquellas personas que no deben de estar en la jurisdicción y así no estorbar a los que sí tienen un perfil adecuado.

 Por lo anterior, considero que el tema de la grabación de los exámenes es muy oportuno que se realice, es una garantía más. Eso no significa que se tengan que sentir mal quienes aplican exámenes, por el contrario, es parte de lo que la institución como tal quiere potenciar. Recientemente tuvimos la experiencia cuando hicimos las entrevistas en la Comisión de Nombramientos, una de las estrategias que seguimos fue grabar no solo en audio, sino en video también, y esto lo que permite es que en el momento que haya una discusión en el tribunal -y en este caso de una Comisión-, se acuda a la grabación del audio para verificar si efectivamente se escuchó bien, y si se está valorando bien a esa persona. Por lo tanto, creo que es oportuno que lo pongamos en marcha".

Refiere el Magistrado Armijo: "Este tema que pone sobre el tapete el Magistrado Vega tiene varios matices. Me parece importante resaltar uno de ellos. En realidad nosotros deberíamos de hacer una evaluación de qué es lo que estamos haciendo y qué tipo de jueces y juezas queremos. Creo que nosotros en un primer momento dimos un buen paso al implementar la carrera. Los jueces y las juezas tienen un orden ascendente, es decir, no es posible salir de la facultad e ingresar como juez o jueza 3, 4 o 5, en algunos casos como dicen por ahí. Evaluar es una labor dura para el que lo hace e igual que es una labor incomodísima para el que es evaluado. No puedo hablar por todas las jurisdicciones, pero en materia penal, por ejemplo, puedo decirlo desde los dos puntos de vista. Tuve que someterme a evaluaciones para ingresar al Tribunal Penal en su momento, y tuve que someterme a evaluaciones para ingresar y estar elegible para el Tribunal de Casación Penal, y en materia penal no puedo decir más que las personas que han integrado esos tribunales históricamente son personas de la materia penal de lo mejor que tenemos, y son personas que además hacen un sacrificio adicional al fungir como examinadores para la institución, porque no se les paga absolutamente nada. Con respecto a la experiencia y la idoneidad de estas personas, me parece que estamos hablando de gente de primer nivel, puede ser que yo no estuviera muy de acuerdo con una calificación a la hora de evaluar una respuesta, pero ese es mi problema, eso en nada le quita ese lugar que han tenido esos tribunales. 

 Si se desea implementar estos sistemas de grabación es una opción que creo que es razonable, porque también podríamos examinar qué es lo que está pasando cuando uno se encuentra gente evaluada con diez y no resiste un par de preguntas sobre temas básicos donde no sabe absolutamente nada, o gente no evaluada tan bien y que uno ve que tiene un bagaje cultural bastante fuerte, pero en principio -por ejemplo- diría que nosotros tendríamos que entrar a hacer una evaluación de qué es lo que hemos estado haciendo hasta ahora, si queremos seguir por este mismo camino, que estimo nos tiene en las condiciones que estamos actualmente o si necesitamos hacer un replanteamiento".

Expresa el Magistrado Sanabria Rojas: "Como miembro del Consejo Directivo de la Escuela Judicial debo indicar que la Escuela Judicial cuenta con un curso científico-teórico-práctico, para los jueces examinadores en esta materia, sin embargo, el que haya llevado un curso y que lo gane no nos garantiza la objetividad a la hora de realizar la prueba y de ahí me parece que deberíamos de dar el paso que solicita el Magistrado Vega. Creo que ya es hora de que grabemos en audio y video lo que sucede en un examen, tanto para efectos de que el tribunal examinador tendrá oportunidad de echarse atrás, de revisar las respuestas que ha dado la persona, las preguntas que se le han formulado, pero también para la persona que ha sido evaluada, porque no es la primera vez que escuchamos que alguien se queja y con el sistema de reglamentación que tenemos ahora simplemente se les dice que no hay recurso y hasta ahí llegó, lo cual es una verdadera injusticia porque hay casos que le dicen a uno, bueno yo contesté esto y me dijeron que estaba mal, y uno se da cuenta que estaba bien la respuesta, entonces yo creo que sería importante para garantizar la transparencia, especialmente en un tema tan importante como lo es las notas que obtengan los futuros jueces y juezas, porque de las notas va a depender si está o no estará como juez o jueza en determinado lugar y materia. Pienso que sería importante revisar esto de la ausencia del recurso, y creo que también nos sirve de ejemplo toda la reforma que se ha hecho ahora en materia penal y en contencioso sobre la grabación en audio y video y que se grabe lo que hacen los jueces y lo que está exponiendo en este caso el que está rindiendo el examen, porque así sería una de las formas de controlar si esto se está haciendo bien o mal. Pienso también al igual que el Magistrado Armijo que las personas que han estado ocupando estos puestos son personas muy íntegras, dignas, pero eso no significa que no puedan incurrir incluso en algún error en una calificación".

Indica el Magistrado Castillo: "Quiero plantear algunas inquietudes. Me parece que el modelo ideal es que se graben las pruebas, pero también me preocupa cuál será el costo en que incurriría la Corte en relación con estas grabaciones. Nosotros los latinoamericanos somos muy dados a plantear temas pero somos pocos reflexivos en cuanto a determinar cuánto valen y considero que éste es un tema que nosotros tenemos que ponerle números, ¿cuánto es lo que cuesta para la Corte todo este ejercicio?, si eso resultara ser muy gravoso me parece que debería de exigirse en el caso de que alguien repruebe un examen, que se le motive por qué reprobó el examen, que se le dé un acta diciendo: "mire usted reprobó porque no contestó la pregunta A bien, la B, la C, o porque usted dijo A y era E", me parece que sería un sistema.

 Lo otro que me preocupa es que veo poco práctico también este asunto, porque si no habrá recurso de apelación ¿para qué queremos la grabación? simplemente para decir mire yo contesté bien, y el otro va a decir no contestó mal, entonces me parece que el sistema tiene fallas de naturaleza estructural que deberían de corregirse, si esto se va a grabar debe ser con un propósito, o lo queremos grabar para controlar a los controladores y estimo que a estas alturas de la vida ya jueces y juezas que están examinando aspirantes, siempre partiría del supuesto que ellos van a actuar de una forma objetiva y profesional, por lo tanto van a tratar de manera igual a todos los aspirantes, eso lo esperaría de los jueces y juezas porque si no es así imagínense donde estamos parados nosotros.

En resumen, considero que la propuesta del Magistrado Vega es el modelo ideal, pero me gustaría saber cuál es el costo en que va a incurrir la Corte y, en segundo lugar, cuál será el efecto práctico de esto, ¿qué es lo queremos? controlar a los jueces examinadores o establecer un mecanismo, una prueba idónea para quien se sienta afectada en la calificación y se pueda presentar apelación, en cuyo caso habría que reformar el reglamento y tendríamos probablemente tantas apelaciones como personas pierden el examen y vamos a tener un modelo cada vez más ineficiente. En ese sentido creo que la Corte debería reflexionar. Estimo que un modelo que podría optarse en caso que no resultare el que propone el Magistrado Vega, sería aquel en el que una persona es reprobada, se le motive el acto del por  qué es que está reprobando, y no simplemente decirle reprobó, es indicarle por qué contestó mal A, B, C y D en cuyo caso esa persona también tendría por lo menos una especie de recurso de insistencia ante el mismo tribunal".

Señala el Presidente, Magistrado Mora: "Me he abstenido de hacer la indicación correspondiente, porque el que sigue va a creer que es en razón de él o el último que habló que es en razón de él que digo, pero en este tema lo que estamos discutiendo es una solicitud que nos hace el Magistrado Vega, para que le pidamos a la Comisión que nos dé el informe que nos iba a dar y me parece que hemos entrado a analizar el fondo del tema y ese fondo del tema deberíamos discutirlo cuando nos den el informe. Al menos yo en esta oportunidad no sé cuál fue la discusión que se dio en aquel momento y no tengo antecedentes y ya llevamos casi una hora de estar discutiendo este tema".

 La Magistrada Escoto, le expresa al Presidente, Magistrado Mora: "Con lo que usted acaba de decir no sé si hablar o no, solo que también veo un efecto práctico preocupante aunque conlleva reflexión lo que dice el Magistrado Vega, porque podrían darse eventualmente abusos, y es el hecho del recurso de apelación de ante quien se van a hacer estas observaciones y luego me preocupa, el hecho de que se van a venir a dar una serie de impugnaciones para quien no obtiene la calificación que pretendía, pero esto último que acaba de señalar el Magistrado que me antecedió, me parece importante que no baste la grabación si ello conlleva muchísimo gasto, porque en última instancia quienes van hacer los que van a revisar ahora a los que revisaron, sin embargo, sería importante que se dé una motivación del acto para cada caso concreto, porque ahí habría una forma de exponer el motivo de cómo se evalúa a cada persona, por ende les dejo esa inquietud y con esto concluyo".

 Indica el Magistrado Cruz: "No sé si le entendí bien al señor Presidente de que se va a pedir un informe, pero entonces estaríamos sujetos a lo que se diga en el informe, de todas maneras en varias ocasiones ya hemos tenido informes sobre debilidades en el tema del ingreso que está vinculado con las carreras de derecho. 

Recuerdo que es un tema que yo no he retomado que don Marvin Carvajal a una sugerencia que se le hizo él determinó que hay una diferencia notable entre distintas facultades en el número de materias que dan, entonces por ejemplo hay facultades y carreras que tienen un solo curso de Derecho Constitucional o tienen uno de Derecho Procesal Penal y reparten los créditos con una estructura curricular bastante anárquica, eso va incidir en el conocimiento sin duda alguna, eso está vinculado a las evaluaciones porque veo que se señala que les den cursos de refrescamiento, pero es que creo que eso habría que evaluarlo muy bien, eso significa que las evaluaciones no son adecuadas.

Debo señalar que yo tuve la experiencia hace muchos años de ser parte de los Tribunales Examinadores en la UACA, antes que hubiera toda esta dispersión de la UACA y en donde cada uno tomó por su lado, pero en esa época era muy importante el visor y oidor en el examen, porque es un control para que haya un protocolo satisfactorio en el examen y no creo que un oidor sea un tema presupuestariamente inalcanzable, sí me parece muy bien que cuando no se aprueba se le dé una fundamentación de cualquier manera, pero me parece recordar que originalmente se pensó siempre en que alguien ajeno a la institución estuviera integrando Tribunales, es decir, un profesor de Universidad que no sea juez o jueza, porque eso también le da un carácter y le da un peso a la prueba. 

La grabación sería integral y le permitiría a la Escuela Judicial evaluar ¿cómo están evaluando los Tribunales? y no con el propósito de fiscalizarlos, sino de ver contenidos, de evaluar ¿cuál es el sesgo? ¿Cuál es la orientación? Me parece que eso es necesario aunque no haya apelación. Tengo la impresión que no es muy caro la grabación, pero este es uno de los aspectos que habría que analizar, porque me parece que con las deficiencias que tienen algunas Facultades de Derecho, es muy importante ver que eso se va a reflejar en las pruebas de ingreso"

Indica el Magistrado Arroyo: "Recordar que sobre estos temas hemos debatido mucho en otras ocasiones. En segundo lugar, recordar también que a propósito nos espera un debate sobre la Ley de Carrera Judicial, los cambios que puedan ahí incluirse y lo que se pueda derivar a nivel reglamentario. Por supuesto que podemos lograr muchos avances en esa discusión y en esa definición. Lo tercero tiene que ver con que considero que independientemente de los costos que sí hay que valorarlos, ciertamente tantos los evaluadores como los evaluados pueden ejercer sus derechos, su rol, de manera bastante más objetiva. No es lo mismo que un evaluador sabiendo que está siendo filmado cometa fácilmente una arbitrariedad y, por otro lado, no es cualquier evaluado que va a ir a una apelación o a una reconsideración, sabiendo lo que ha contestado y cómo lo ha contestado, entonces me parece que el criterio de grabar es bueno para el sistema, independientemente como bien lo decía el Magistrado Castillo, la necesidad o no de prever una apelación o una reconsideración, de manera que estaría en este tema de acuerdo con que es mejor que se controle la evaluación a través de una filmación o de un testigo objetivo para mejorar el sistema y no caer en la tentación ni las arbitrariedades por parte de los evaluadores ni de las apelaciones infundadas por parte de los evaluados

          SALE EL MAGISTRADO JINESTA.

 Agrega el Magistrado Vega: "En primer lugar, quiero indicar que no he hecho ninguna generalización en cuanto al tema. No dudo que haya una gran cantidad de tribunales examinadores que han cumplido su papel de forma objetiva y muy bien en la responsabilidad que les corresponde, pero lo que he hecho con ustedes es compartir informaciones de personas que se han manifestado en desacuerdo en la forma en que han sido evaluados, por lo que considero que no se trata de ver el tema haciendo imputaciones o generalizaciones, sino simplemente verlo como algo que puede ayudar a mejorar lo que se está haciendo.

 En cuanto a los costos, esto no los tiene por cuanto nosotros tenemos equipos de grabación por todas partes, en todo el país y en todo lado, es más, hasta tenemos equipos de grabación que ni siquiera se usan, por lo que encontrar espacios con equipos de grabación en una sala de juicio o en la Escuela Judicial eso no es un tema de costos en este momento. Tenemos sobradamente recursos para poder hacer eso, es más, les diría que frente a una situación de estas, si fuera el evaluado, lo primero que le digo al tribunal es que traigo mi grabadora para grabar mi prueba, es decir, yo mismo llevo mi grabadora para grabar mi prueba, para grabar la forma en que yo soy examinado y no depender de que la institución quiera grabar o no quiera grabar para los otros efectos que efectivamente son así, entonces creo que esto hay que verlo en función no solo de la posibilidad que cada quien pueda hacer una defensa de sus derechos subjetivos eventualmente, sino también como una forma que la institución pueda saber por dónde van las cosas en el tema de las evaluaciones, es decir, me parece que eso es la única manera de poder saber qué tipo de calidad de jueces estamos nosotros pretendiendo incorporar al sistema y es a través del examen que hagamos de los tribunales evaluadores y no un examen para controlarlos indebidamente ni mucho menos.

El otro tema es que no se trata aquí que estemos hablando del recurso de apelación, en ningún momento he tocado ese tema, no he hablado de recurso de apelación, porque efectivamente la reglamentación no contempla hoy por hoy la posibilidad de apelar los exámenes, lo que hay es un recurso o una acción de nulidad, dicho sea de paso, es muy difícil poder llegar a plantear una nulidad sobre una base absolutamente incierta, es decir, sobre qué base voy a plantear una nulidad si no hay ninguna prueba, no hay ningún documento en ninguna versión que me pueda permitir ejercer una fundamentación sobre la nulidad o las razones de la nulidad y no es el tema de la reprobación, es que si a una persona se le pone un 10 en un examen y a otra se le pone un 8.50 las diferencias que eso significa en la puntuación general para la carrera puede ser determinante a la hora de integrar ternas o no integrarlas, porque las diferencias a veces son de centésimas, o de medio punto, entonces una calificación muy alta o una calificación no tan alta puede tener una gran incidencia y no necesariamente el tema de la reprobación lo que puede generar algún motivo de inconformidad.

Lo último es que no le veo ningún problema al tema si de tanta transparencia hablamos, es decir, si realmente creemos en que las cosas deben ser absolutamente transparentes para todos lados, pues me parece que una manera de poder hacer efectiva la transparencia es precisamente a través de un mecanismo de esta naturaleza, que dicho sea de paso, no lo generalizo, pero basta con que se haya dado uno, dos, tres, cinco o diez casos, basta con que haya ocurrido una sola vez para que la institución tenga que pensar en la necesidad de implementar alguna acción correctiva.

Finalmente, quiero decir que efectivamente plantee el tema, pretendiendo que se discutiera de fondo, no me parecía que fuera un tema realmente controversial ni mucho menos, lo cual es absolutamente lógico, desde todas las perspectivas en que uno lo pueda ver, de aquí se envió al Consejo de la Judicatura, del Consejo de la Judicatura se lo mandaron a la Escuela Judicial, y después de casi cuatro meses no hay una decisión, en ese sentido es que planteaba el asunto, tampoco creo que haya que correr y que sea un tema de urgencia, pero los tiempos aquí en esta Corte son a veces un poco lentos. Creo que un tema como este, que por lo menos desde mi punto de vista no es un tema polémico, sino que es un tema de mucho consenso, pensaba en que no era oficioso ni mucho menos tener que tomar una decisión de política institucional que va vinculada al fortalecimiento de la Carrera Judicial como un todo y, en ese sentido, es que lo planteo respetuosamente a esta Corte, para lo que a bien tenga disponer".

Manifiesta el Magistrado Chinchilla: "En esta Corte en ocasiones se complican más los asuntos. Estimo que si queremos ser transparentes hagámoslos orales y públicos y que todo el mundo llegue, si eso es lo que se quiere y así no gastamos. Con el perdón del Magistrado Vega, no es cierto que nos sobren los equipos informáticos ni de grabación. Los Tribunales penales están haciendo fila para hacer juicios y no los pueden hacer, ahora imagínese con la cantidad de exámenes que estamos haciendo por un mes y ¿cómo vamos a hacer con los juicios? ¿Tiene prelación un juicio o una entrevista para examen? Si se trata de que seamos claros y transparentes hagámoslos orales y públicos y punto, se acabó, más sencillo, y como lo dijo el Magistrado Castillo tenemos que invertir muchísimo dinero, es totalmente cierto, además habría que tener Salas para cubrir esto y que estén acondicionados para grabar en video y en audio y como les digo tenemos deficiencias de Salas y estoy hablando de la materia penal, laboral, familia, contencioso administrativo, que también tenemos que pelearlas con ellos. No sé para qué enredar las cosas, les digo es muy fácil hacerlo, pero entonces mejor hagámoslo más claro y transparente, audiencias orales y públicas y que vayan las partes, el Tribunal y hagan el examen".

Añade el Magistrado Castillo: "Antes de que se tome una decisión, me gustaría que sea una oficina técnica la que me diga ¿cuál sería el costo de la grabación de todas estas pruebas? porque muchas veces nosotros decimos: "eso no cuesta nada" y el problema es que a veces nosotros somos muy malos administradores y una de las características que tienen los países como el nuestro es que no saben administrar bien los recursos. En mi caso me gustaría saber ¿cuál es el costo económico? ¿Cuál es el costo presupuestario de implementar esta idea en nuestra Corte Suprema de Justicia?"

         SALE LA MAGISTRADA ESCOTO.

Señala el Presidente, Magistrado Mora: "Previo a poner en votación el fondo del tema, le consultaría a la Corte si vamos a resolver hoy o no lo vamos a resolver, porque si fuéramos a resolver hoy yo me abstengo de votar este asunto, porque realmente no tengo elementos de juicio y ya lo he dicho como cuatro veces. Llevamos una hora de estar discutiendo este tema por el fondo y también me preocupa que gastemos el tiempo así sin llegar a una conclusión. Mejor consulto a la Corte si resolvemos el fondo ahora o lo diferimos para una próxima sesión. Sería solicitar el criterio al Consejo Directivo de la Escuela Judicial y al propio tiempo requerir al Consejo de la Judicatura el envío del informe que le fue solicitado, otorgándoles un mes de plazo y la valoración de costos. 

 Se acordó: Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora, por ende: 1.) Trasladar la gestión del Magistrado Vega al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para que analice el tema planteado y emita criterio al respecto. Al propio tiempo solicitar al Consejo de la Judicatura el pronto envío del informe que le fue requerido por el Consejo Superior en la sesión N° 78-12 celebrada el 30 de agosto del año en curso, artículo LXXII, respecto a la propuesta formulada por el Magistrado Vega, para lo cual se les otorga un mes de plazo contado a partir de la comunicación de este acuerdo. 2.) A propuesta del Magistrado Castillo, encargar a la Dirección Ejecutiva para que realice un estudio y rinda un informe a esta Corte, en el término establecido anterior, a fin de determinar los costos que conllevaría la implementación de equipos de grabación, en las pruebas orales realizadas a los aspirantes a ingresar a la Carrera Judicial, por parte de los Tribunales Examinadores. Se declara acuerdo firme."

-0-

La Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, en el oficio n° 413-13 del 16 de enero del 2013, suscrita al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial,  indica lo siguiente:

“ARTÍCULO XVI

Documento 109-2013

El licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial, en oficio N° 001-CD/EJ-2013 de 8 de enero en curso, solicitó:

“En atención al acuerdo tomado por los honorables integrantes de la Corte Plena en la sesión N° 41-12 celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXXII, transcrito en el oficio n° 12194-12 del 07 de diciembre de 2012, de la Secretaria de la Corte, que dice:

“El Consejo Superior en sesión N° 78-12 celebrada el 30 de agosto de este año, artículo LXXII, tomó el acuerdo que literalmente dice:

"El doctor Rolando Vega Robert, Magistrado de la Sala Segunda, en correo electrónico del 21 de agosto en curso, dirigido al Presidente, Magistrado Mora, expuso lo siguiente:

"Muy atentamente, me permito dirigir ante ustedes una propuesta para que la Corte Plena o el Consejo Superior en su caso, dispongan que el Consejo de la Judicatura proceda a establecer un protocolo de respaldo mediante el cual se graben todas las pruebas orales realizadas a los aspirantes a ingresar a la carrera judicial por parte de los tribunales examinadores."

Las grabaciones deberán quedar a disposición de las personas interesadas en cada concurso para lo que a bien estimen.

Lo anterior pretende garantizar la objetividad de las pruebas orales realizadas por los tribunales examinadores y el derecho de defensa de los aspirantes que eventualmente puedan resultar lesionados de forma ilegítima y arbitraria."

- 0 -

 En adición a lo anterior, el doctor Rolando Vega Robert, en correo electrónico de misma fecha, dirigido al Presidente, Magistrado Mora, comunicó lo siguiente:

 "Complemento mi oficio anterior en el sentido de que también se contemple en esta gestión, las grabaciones en los casos en que se evalúe oralmente a cualquier persona que aspire a un ascenso dentro de la carrera judicial o participe de cualquier otro proceso de evaluación oral que pueda eventualmente traerle consecuencias negativas. [...]

- 0 -

Se acordó: Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora, por ende: Trasladar la gestión del Magistrado Vega al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para que analice el tema planteado y emita criterio al respecto. Al propio tiempo solicitar al Consejo de la Judicatura el pronto envío del informe que le fue requerido por el Consejo Superior en la sesión N° 78-12 celebrada el 30 de agosto del año en curso, artículo LXXII, respecto a la propuesta formulada por el Magistrado Vega, para lo cual se les otorga un mes de plazo contado a partir de la comunicación de este acuerdo. [...]

- 0 -

Respetuosamente se les solicita la ampliación del plazo otorgado, en vista de que los integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial se estarán reuniendo hasta el 05 de febrero del año en curso, dado que algunos de sus integrantes aún están de vacaciones e inclusive fuera del país.”

- 0 -

Se acordó: Acoger la solicitud y ampliar el plazo para que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial rinda el informe que solicita a más tardar en los 8 días hábiles siguientes a la fecha que se cita, en que se reunirá ese Consejo. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -

Se sometió al conocimiento de los miembros de este Consejo el siguiente documento elaborado por la M.Sc. Marisol Barboza Rodríguez, especialista en Métodos de Enseñanza de la Escuela Judicial, que dice:

“Implicaciones metodológicas de la 

grabación de los exámenes realizados por Tribunales Examinadores.


Las personas que conforman los Tribunales Examinadores y que han aprobado el Taller de Evaluación para Tribunales Examinadores, dentro de las sugerencias que han aportado se encuentra la de grabar las pruebas orales, tanto en audio como en vídeo. Por ello es importante analizar las implicaciones metodológicas que ello presenta.


El proceso de evaluación implica recoger  información para una posterior interpretación en función de su  contraste con determinadas instancias de referencia, en nuestro caso, con las actividades y tareas que la persona aspirante debe realizar de forma idónea en el puesto al que aspira. La información recolectada hace posible  la emisión de un juicio de valor que  orienta la toma de decisiones, la elegibilidad o rechazo de la persona.


Por tratarse de una labor delicada, quienes la llevan a cabo han manifestado la necesidad de grabar las pruebas orales como respaldo de la objetividad del proceso y de la aplicación de los instrumentos de evaluación adecuados, sustentando de esta manera la labor desarrollada por el tribunal examinador.


La grabación de las pruebas trae consigo implicaciones metodológicas que deben tomarse en cuenta:

14. La transparencia del proceso: Se proporciona la posibilidad de analizarlo desde la perspectiva metodológica, lo que contribuye con su legitimación y validación.  Además, permite la generación de material didáctico que coadyuva con la capacitación y actualización  requerida por los Tribunales Examinadores.

15. La objetividad de la prueba: Esta característica es visualizada en los medios con los cuales se aplica. Por ello, es necesario que  se empleen instrumentos de evaluación por parte de quienes conforman el tribunal. Estos instrumentos facilitan el registro del desempeño de la persona evaluada, es decir sus actitudes, conocimientos, destrezas y habilidades para ocupar el puesto por el que aspira.

16.  La validez de la prueba: Al emplear instrumentos de evaluación con criterios e indicadores concretos, puntuales, excluyentes, que objetivizan la prueba y que responden a las funciones, actividades y tareas que conforman el puesto al que se aspira; se demuestra que se trata de una prueba válida, confiable y pertinente.

17. La aplicación idónea de la prueba: Las personas que conforman el tribunal requieren evaluar de acuerdo al marco ético institucional y a los lineamientos metodológicos correspondientes, características propias de una prueba objetiva, válida y confiable. 

18. Evidencia de una devolución adecuada: Las personas que conforman el Tribunal Examinador deben efectuar una devolución pedagógica y ética al concluir la prueba la persona aspirante. De esta manera se transforma el proceso de evaluación en un momento de enriquecimiento mutuo en el que se comenta a la persona evaluada sus desaciertos y la forma de superarlo pero también se le resalta los aspectos en los que destacó.”

-0-

Se da un intercambio de opiniones acerca del anterior documento y se toma el siguiente acuerdo.

-0-

SE ACUERDA: Luego del análisis del anterior documento denominado “Implicaciones metodológicas de la grabación de los exámenes realizados por Tribunales Examinadores” por los integrantes de este Consejo, se acuerda su aprobación. De igual manera, se dispone: 1.) Hacer una atenta instancia al Consejo de la Judicatura, para que se valore muy bien el perfil de los evaluadores, quienes deberán sujetarse a los objetivos, la metodología y la temática de la materia que se está evaluando, esto debido quejas muy fuertes con respecto a la actitud de algunas personas evaluadoras. 2.) Se estima que la inversión en equipo para implementar la grabación de las pruebas no sería muy elevada. Sin embargo, sí implicaría un esfuerzo operativo importante. 3.) Dado que las pruebas no podrán ser apeladas, de acuerdo con lo que dispone la normativa vigente, se estaría generando una falsa expectativa en las personas evaluadas; ese es un factor que se debe considerar al discutir acerca de la conveniencia de grabar los exámenes. 4.) Se recomienda tener en consideración para la integración de los Tribunales Evaluadores, a las personas jubiladas, quienes han tenido gran trayectoria en el Poder Judicial y cuentan con: amplia experiencia en la docencia, un gran cúmulo de conocimientos, destrezas y habilidades adquiridas, actitud inmejorable y disponibilidad. Se remite este acuerdo a la Secretaría de la Corte para el conocimiento de la Corte Plena. ACUERDO FIRME.”

- 0 -

El licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, en oficio Nº 1369-DE-2013, del 14 de febrero del año en curso, indicó:


“En cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena en sesión celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXXII, muy atentamente me permito informar lo siguiente:

Según consulta a la Unidad Interdisciplinaria del Departamento de Personal, cuatro son los tribunales examinadores que simultáneamente podrían estar efectuando pruebas orales a los aspirantes en las diferentes materias y que ha participado en diversos concursos. 

Por su parte, en cuanto a las especificaciones técnicas del equipo requerido para llevar a cabo la grabación en audio y video de las sesiones de los tribunales examinadores, el Lic. Michael Jiménez Ureña, servidor de la Dirección de Tecnología de la Información, estima que la solución debe contemplar:

1. Que el equipo debe ser móvil, porque se pueden conformar tribunales evaluadores en cualquier lugar del país.

2. El sistema debe grabar en audio y video.

3. El sistema debe grabar dentro de la misma computadora al menos dos cámaras, una para el entrevistador y otra para el entrevistado.

4. El sistema debe generar un archivo que sirva de evidencia de lo actuado en el examen, mismo que deberá integrar el audio y el video.

La solución que se presenta a continuación, incluye los elementos necesarios para grabar las actividades en audio y video dentro del disco duro de la computadora y su traslado posterior a unidades de respaldo óptico.

	Descripción
	Precio



	a
	Una Computadora portátil

La computadora debe tener la capacidad de quemar en DVD la actividad realizada, esto como respaldo para las personas participantes.
	$1.900
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	b
	Una Tarjeta USB de captura de 4 canales de video y 1 de audio

La tarjeta debe permitir la visualización simultánea de todas las señales de video.
	$150
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	c
	Una Mezcladora de audio

La mezcladora debe integrar al menos 4 micrófonos, uno para el entrevistado y hasta tres para el tribunal evaluador
	$175
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	d
	CuatroMicrófonos de sobremesa
	$1.200
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	e
	Un software de grabación de video

El software debe capturar la señal de la tarjeta externa y grabar en solo archivo el audio y el video de las dos cámaras y de todos los micrófonos.
	$500
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	f
	Dos Cámaras de video

Deben incluirse como parte de las cámaras, dos trípodes, así como los cables necesarios para conectarse con la tarjeta de captura.  Las cámaras deben incluir salidas RCA
	$1.700
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	Costo total
	$5.625,00


Partiendo del costo de $5.625.00 y considerando que se adquieren cuatro unidades, el costo total ascendería a $21.060.00, equivalente a ¢10.683.527.40 
.

- 0 -

La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° SACJ-0342-2013 de 13 de marzo último, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-10-2013 de 5 de ese mes, artículo IV, que literalmente dice:

“El Consejo de la Judicatura en las sesiones CJ-034-12 celebrada el 11 de setiembre del año 2012, artículo VIII, CJ-40-2012 del 23 de octubre de 2012, artículo X y CJ-041-12 celebrada el 06 de noviembre de 2012, artículo XI, dispuso trasladar a la Escuela Judicial, varias diligencias relacionadas con acuerdos de la Corte Plena y del Consejo Superior, con el fin de que se formule una propuesta de evaluación, tomando en cuenta la diversidad de exámenes que se practican en el proceso de reclutamiento para la selección y el acceso a la Judicatura. 

-0-

A estos efectos el 22 de febrero de 2012 se realizó un taller en la Escuela Judicial, en el cual participaron las siguientes personas:

Sra. Milena Conejo Aguilar, integrante Consejo de la Judicatura

Sra. Damaris Vargas Vásquez, integrante Consejo de la Judicatura

Sr. Marvin Carvajal Pérez, integrante Consejo de la Judicatura

Sr. Luis Fernando Salazar Alvarado, integrante Consejo de la Judicatura

Sra. Lilliana García Vargas, suplente Consejo de la Judicatura

Sr. Rafael A. Sanabria Rojas, suplente Consejo de la Judicatura

Sr. Francisco Arroyo Meléndez, Jefe Departamento de Personal

Sra. Marisol Barboza, Metodóloga de la Escuela Judicial

Sra. Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial

Sr. Rodolfo Castañeda Vargas, Profesional 2 Sección Administrativa de la Carrera Judicial

Sra. Marianela Fallas Esquivel, doctora Unidad Interdisciplinaria

Sra. Rebeca Sanabria, Trabajadora Social Unidad Interdisciplinaria

Sra. Rebeca Chavarría, Trabajadora Social Unidad Interdisciplinaria

Sr. Leonardo Guillén Pacheco, Psicólogo Unidad Interdisciplinaria

Para estos efectos se analizaron los antecedentes de los acuerdos citados, y se tuvo a la vista las recomendaciones hechas por la empresa Tatum, en relación con el desarrollo de los perfiles por competencias para los puestos de la judicatura.  

Discutido ampliamente el tema se dispuso hacer del conocimiento del Consejo de la Judicatura las siguientes recomendaciones:

1) Realizar pruebas de selección para el acceso a la Carrera Judicial por competencias, de conformidad con los perfiles aprobados por la institución, los cuales fueron objeto de estudio por la empresa Tatum y cuyo resultado fuera validado bajo la visión de 360°, abarcando una población constituida por (personas juzgadoras, fiscalas, defensoras, usuarias y técnicas judiciales).

2) Recomendar la conformación de tribunales examinadores integrados por profesionales en derecho y un equipo especializado que examinarán las competencias que correspondan; según se define en el perfil respectivo. Además del conocimiento en la materia para la cual se esté concursando, deberán de definirse conforme al perfil, aquellas conductas que sean objeto de evaluación y por ende deberán de participar profesionales según la disciplina que se requiera. No se comparte el criterio de la empresa consultora en el sentido de que los tribunales se integren exclusivamente con abogados y abogadas especializadas) o de reconocida trayectoria en su campo profesional, en la materia que se trate, que solamente sean Juezas y Jueces y no personas externas a la institución que puedan tener eventuales intereses en el proceso.  Una medida como la señalada podría afectar el proceso, por cuanto en la actualidad se cuenta con profesionales de conocida trayectoria y experiencia que no laboran en el Poder Judicial.

Medidas a adoptar en el Departamento de Gestión humana.

1. En concordancia con las competencias establecidas por la empresa Tatum, las personas profesionales de la Unidad Interdisciplinaria procederán a determinar los instrumentos que se ajusten para que las evaluaciones en el área de psicología, trabajo social y medicina se ajusten a lo recomendado. 

2. Determinar que toda persona, para poder ejercer el cargo de integrante de un tribunal evaluador para la Carrera Judicial, deberá haber aprobado el Taller de Evaluación para Tribunales Examinadores que imparte la Escuela Judicial. No se prorrogará el mandato a quienes incumplan con la regla antes mencionada, salvo que ello se deba a motivos justificados y aprobados por el Consejo de la Judicatura. Se considera conveniente la capacitación como un requisito indispensable para ocupar ese cargo, por cuanto es necesario que las personas evaluadoras se sientan identificadas y comprometidas con el proceso de evaluación.  Por otra parte podría aprovecharse mejor su experiencia y que la aplicación de las pruebas se realice en una forma consciente y objetiva. 

3. Definir estrategias que promuevan la participación efectiva de las personas en los tribunales evaluadores y garantizar condiciones adecuadas para su capacitación y desempeño del cargo. Se considera importante definir algún tipo de acción que incentive o motive a los jueces y juezas a llevar la capacitación y se reafirme su compromiso con el proceso, por cuanto esta actividad implica un mayor esfuerzo y de haber algún reconocimiento podría proveer mejores efectos. 

4. Construir un perfil competencial de las personas evaluadoras. Este perfil deberá ser empleado por el Consejo de la Judicatura para la selección de los tribunales. En este aspecto, la empresa consultora señala la importancia de la formación de los Tribunales Examinadores, para que a su vez cuenten con la experticia necesaria y puedan aplicar conscientemente las técnicas aprendidas, en los procesos de evaluación para el acceso a la Judicatura. 

5. Diseñar mecanismos abiertos, transparentes y objetivos para la integración de los tribunales evaluadores. Es necesario que se defina un protocolo para la selección de los tribunales, de ahí que se considera conveniente establecer como requisito la capacitación y que a la vez puedan integrarse aspectos contenidos en la política institucional de equidad de género. 

6. Establecer para las pruebas, temarios que incluyan objetivos y contenidos, que se deriven de las funciones específicas del cargo, con base en los conocimientos, habilidades, destrezas, valores, conductas y actitudes necesarios para su desempeño. 

7. Realizar la evaluación en dos fases: la primera será escrita, quienes la aprueben podrán realizar la segunda fase que será oral. De acuerdo con el enfoque competencial contenido en los perfiles propuestos, se considera oportuno realizar las pruebas en dos fases: la primera escrita, que permita evaluar el conocimiento técnico sobre la materia específica y temas transversales institucionales.  Las personas que logren superar esa etapa puedan ser evaluados mediante una prueba oral, la cual a su vez permitirá valorar otras competencias según se estimen necesarias con el apoyo de la Escuela Judicial.  A estos efectos la empresa consultora recomienda se integren  a los exámenes actuales, la realización de Pruebas Situacionales. 

8. Proporcionar acompañamiento por parte de la Escuela Judicial en los procesos de capacitación de los tribunales evaluadores, elaboración de los temarios, construcción de las pruebas, de los bancos de ítems y matrices de evaluación, así como para la devolución de los resultados. 

9. Comunicar al Consejo Superior que se estima conveniente realizar las pruebas orales y escritas en horas hábiles, con el objeto de evitar la sobrecarga de trabajo que incida negativamente en el desempeño de las personas que integran los tribunales evaluadores y de quienes realizan las pruebas, sin perjuicio de que adopten las medidas para optimizar el tiempo y se haga de una forma sistemática. En el nuevo esquema de valoración los tribunales evaluadores tendrán un papel protagónico, por lo que las condiciones laborales deben ser las óptimas. 

10. Para darle efectividad a los anteriores acuerdos, se promoverán las reformas normativas necesarias.

Medidas a adoptar en el Departamento de Gestión humana.

1. En concordancia con las competencias establecidas por la empresa Tatum, los profesionales de la Unidad Interdisciplinaria procederán a determinar los instrumentos que se ajusten para que las evaluaciones en el área de psicología, trabajo social y medicina se ajusten a lo recomendado.

2. Los instrumentos y pruebas psicológicas deberán ser construidos atendiendo las competencias requeridas para cada una de las categorías y materias.

3. Se deberán de determinar las acciones correspondientes para que las revaloraciones se realicen en concordancia con el perfil competencial para cada categoría y materia.  En este sentido la empresa Tatum señala como deseable que  las pruebas de idoneidad que se realizan en la  Unidad Interdisciplinaria también se efectúen cuando una Jueza o Juez pretenda aspirar a otro puesto, considerando que los perfiles de las materias varían al tener que observarse competencias distintas.

-0-

En lo que se refiere a las recomendaciones de la empresa Tatum procede aprobar las propuestas formuladas por los participantes en el Taller, según los términos en que quedaron reformuladas después del análisis que se hizo del documento presentado por la empresa.  Para su ejecución deberá el Departamento de Personal y la Escuela Judicial, coordinar lo que corresponda y presentar a este Consejo las propuestas que correspondan para su aprobación.

SE ACORDÓ: 1) Acoger las recomendaciones formuladas en el Taller referido y trasladarlas al Departamento de Personal y a la Escuela Judicial para que presenten a este Consejo las propuestas de ejecución que correspondan para su respectiva aprobación. 2) Hacer del conocimiento de la Corte Plena y Consejo Superior el presente acuerdo.”

- 0 -

La máster Chaves Torres, en oficio N° SACJ-372-2013 de 20 de marzo recién pasado, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-10-2013 de 5 de ese mes, artículo V, que literalmente dice:

“En la sesión CJ-40-2012 celebrada el 23 de octubre del año 2012, artículo X, se conoció el siguiente asunto:

“Documento: 19572

La señora Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte, en oficio número 9028-12 recibido el 30 de octubre en curso, comunicó el acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión celebrada el 30 de agosto de este año, artículo LXXII, que literalmente indica:

"DOCUMENTO Nº 8956-12

El doctor Rolando Vega Robert, Magistrado de la Sala Segunda, en correo electrónico del 21 de agosto en curso, dirigido al Presidente, Magistrado Mora, expuso lo siguiente:

"Muy atentamente, me permito dirigir ante ustedes una propuesta para que la Corte Plena o el Consejo Superior en su caso, dispongan que el Consejo de la Judicatura proceda a establecer un protocolo de respaldo mediante el cual se graben todas las pruebas orales realizadas a los aspirantes a ingresar a la carrera judicial por parte de los tribunales examinadores."

Las grabaciones deberán quedar a disposición de las personas interesadas en cada concurso para lo que a bien estimen.

Lo anterior pretende garantizar la objetividad de las pruebas orales realizadas por los tribunales examinadores y el derecho de defensa de los aspirantes que eventualmente puedan resultar lesionados de forma ilegítima y arbitraria."

-0-

En adición a lo anterior, el doctor Rolando Vega Robert, en correo electrónico de misma fecha, dirigido al Presidente, Magistrado Mora, comunicó lo siguiente:

"Complemento mi oficio anterior en el sentido de que también se contemple en esta gestión, las grabaciones en los casos en que se evalúe oralmente a cualquier persona que aspire a un ascenso dentro de la carrera judicial o participe de cualquier otro proceso de evaluación oral que pueda eventualmente traerle consecuencias negativas."

-0-

Se acordó: Trasladar la gestión del Magistrado Rolando Vega Robert al Consejo de la Judicatura para que analice el tema planteado y emita un criterio al respecto. "

-0-

Este Consejo en la sesión CJ-034-2012 celebrada el 11 de setiembre de 2012, artículo VIII tomó el acuerdo de trasladar otras gestiones relacionadas con el tema a la Escuela Judicial con el propósito de que recomienden una posible metodología de evaluación. De ahí que lo procedente es trasladar este acuerdo para que se valore conjuntamente, tomando en cuenta la diversidad de exámenes que se practican.

SE ACORDÓ: Trasladar el presente acuerdo a la Escuela Judicial para que se valore conjuntamente con las anteriores gestiones y se recomiende una posible metodología de evaluación, tomando en cuenta la diversidad de exámenes que se practican.
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En atención al acuerdo anterior, el 22 de febrero de 2012 se realizó un taller en la Escuela Judicial, en el cual participaron las siguientes personas:

Sra. Milena Conejo Aguilar, integrante Consejo de la Judicatura

Sra. Damaris Vargas Vásquez, integrante Consejo de la Judicatura

Sr. Marvin Carvajal Pérez, integrante Consejo de la Judicatura

Sr. Luis Fernando Salazar Alvarado, integrante Consejo de la Judicatura

Sra. Lilliana García Vargas, suplente Consejo de la Judicatura

Sr. Rafael A. Sanabria Rojas, suplente Consejo de la Judicatura

Sr. Francisco Arroyo Meléndez, Jefe Departamento de Personal

Sra. Marisol Barboza, Metodóloga de la Escuela Judicial

Sra. Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial

Sr. Rodolfo Castañeda Vargas, Profesional 2 Sección Administrativa de la Carrera Judicial

Sra. Marianela Fallas Esquivel, doctora Unidad Interdisciplinaria

Sra. Rebeca Sanabria, Trabajadora Social Unidad Interdisciplinaria

Sra. Rebeca Chavarría, Trabajadora Social Unidad Interdisciplinaria

Sr. Leonardo Guillén Pacheco, Psicólogo Unidad Interdisciplinaria
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Analizado ampliamente el tema, de la mayoría de los participantes en el Taller, se obtuvieron los siguientes criterios:

1. El problema de grabar los exámenes comienza porque no está definido para qué va a servir esto y es válido que no se defina el objetivo porque entonces se puede utilizar para fines no deseados, por ejemplo, controlar al tribunal examinador. El costo de hacerlo es mayor que los beneficios mientras no se establezca para qué se va a utilizar. Si se trata de que sirva para una correcta devolución al alumno de las respuestas del examen, se puede lograr mediante una mejor formación y capacitación a los examinadores, incluyendo que se lleve un acta, sucinta, de qué se preguntó y qué respondió el alumno. Lo que se puede hacer, incluso, con una computadora portátil que se le facilite al tribunal para evitar gasto de papel. En definitiva, sin una claridad metodológica de los fines y posibilidades claras del para qué se requiere grabar no comparto que se haga. A contrario, si se articula todo un protocolo de actuación respecto a las opciones que tenga el examinado y el propio tribunal examinador con esa grabación, sopesando costo necesidad. 

2. No se estima conveniente la grabación por cuanto dichas pruebas no pueden ser impugnadas por lo que se crearía una expectativa que no existe. No hay una razón que justifique esa medida, salvo que se varíe la normativa. Por el contrario, lo importante es mejorar el proceso de evaluación para que las pruebas sean objetivas y realizadas bajo los lineamientos técnicos en la Escuela Judicial. De esta forma se evitaría cualquier análisis subjetivo. Respecto al trato del Tribunal hacia las personas oferentes, como se ha hecho hasta el momento, el Consejo puede seguir conociendo de esas inquietudes y resolver lo que corresponde. Asimismo, se debe intensificar la participación en los cursos de los Tribunales Examinadores.

3. Resulta inconveniente y contraproducente.  Esto desde el punto de vista técnico y ético, ya que desde hace décadas se ha confirmado por diferentes disciplinas que la conducta humana varía considerablemente  cuando en situaciones de evaluación, diagnóstico o investigación, las  personas son sometidas a grabación de audio y / o  video. Esto por cuanto este tipo de registro suscita inmediatamente en las personas reacciones de ansiedad, tensión, resistencia, desconfianza e inseguridad, al sentir que su conducta va a ser observada y valorada por terceras personas, ajenas a la situación de evaluación. Lo cual podría generarles consecuencias amenazantes e intimidantes que pongan en riesgo su integridad moral y emocional, alterando por consiguiente los resultados de las evaluaciones en perjuicio de las personas observadas. De ahí que, por ejemplo, en la disciplina de la Psicología, se han diseñado desde hace mucho tiempo técnicas e instrumentos para evaluación que no produzcan los sesgos anteriores, como lo es la famosa y muy reconocida Cámara de Gesell, tan utilizada en nuestra institución por los motivos en mención.  

4. Esta ampliamente documentado en diferentes campos de las ciencias, no solo sociales, sino también de las mal denominadas ciencias exactas -léase por ejemplo el Principio de Incertidumbre de Heisenberg (1927) el cual de manera sucinta expone que en mecánica cuántica por el mismo hecho de realizar una medida, el o la experimentadora modifica los datos de algún modo, introduciendo un error que es imposible de reducir a cero, por muy perfectos que sean los instrumentos- lo que obviamente deriva en un mayor sesgo al tratarse de la observación para el diagnóstico, investigación o evaluación de personas.
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Por otra parte, la señora Damaris Vargas Vásquez y el señor Marvin Pérez Carvajal difieren de lo anterior según los siguientes argumentos:

a) El sistema ofrece transparencia en la aplicación de las pruebas. 

b) Permite la retroalimentación (devolución) de los resultados, con ventajas desde el punto de vista metodológico.

c) Permite que el Consejo de la Judicatura evalúe la actuación de los propios tribunales.

d) No necesariamente generaría altos costos, si se establece la prueba escrita como filtro, de modo que solo una pequeña cantidad de personas realizaría esas pruebas orales.

e) El Poder Judicial ya tiene la capacidad instalada en diferentes oficinas e inclusive en las salas de capacitación de la Escuela Judicial para que esas pruebas sean respaldadas de manera oral. 

f) Es coherente con la política institucional de implementar la oralidad en los procesos, aún de los que no tienen aún reforma judicial.

g) Permite evaluar la idoneidad de las nuevas personas aspirantes a la Judicatura para las audiencias orales que realicen en los procesos judiciales, especialmente en aquellas materias que ya cuentan con audiencias orales como la penal, contenciosa administrativa y cobratoria; así como las Jurisdicciones que laboran con el Programa de la Moderna Gestión Judicial, entre ellas la agraria y la laboral.

-0-

Según se desprende de lo anterior,  la mayoría de este Consejo no está de acuerdo en recomendar la grabación sugerida por las razones dadas, ello sin perjuicio de que el tema pueda ser retomado a futuro, si cambiaran las condiciones actuales explicadas.

Los integrantes Aguirre y Vargas se apartan del criterio y recomiendan el respaldo en audio de las pruebas porque consideran que se trata de una herramienta importante para la tutela de los derechos de los examinandos y una mayor transparencia de la actuación de los tribunales examinadores.

SE ACORDÓ:  1) Por mayoría, no recomendar la grabación sugerida por las razones dadas, sin perjuicio de que el tema pueda ser retomado a futuro, si cambian las condiciones actuales que se explicaron. 2) Hacer del conocimiento de la Corte Plena el presente acuerdo.”

- 0 -

La máster Chaves Torres, en oficio N° SACJ-373-2013 de 20 de marzo último, comunica el acuerdo adoptado por el Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-11-2013 del 12 de ese mes, artículo XIV, que dice:

“El integrante Marvin Carvajal solicita revisar el acuerdo transcrito en el artículo V de la sesión CJ-10-2013, celebrada el 05 de marzo en curso, referente a la grabación de exámenes.  

Expresa que mantiene su criterio de que las pruebas se graben porque la adaptación de las pruebas a esta metodología permite que el proceso de evaluación sea más transparente y objetivo.

Por su parte la integrante Milena Conejo Aguilar y el integrante Luis Fernando Salazar Alvarado  mantienen su criterio y consideran que por las condiciones actuales no es conveniente que las pruebas se graben, por cuanto al no existir reglamentariamente la posibilidad de apelar, se le estaría creando falsas expectativas a las personas oferentes.   Por otra parte que ha de considerarse la erogación que representa para la institución en cuanto a recursos, incluyendo las sedes en las cuales se tienen que efectuar los exámenes, por lo que es imprescindible  un análisis costo beneficio. Consideran que el sistema de evaluación puede mejorar sustantivamente con el impulso que se está dando a los tribunales evaluadores en materia de capacitación y a las nuevas reglas de evaluación que fueran propuestas. Asimismo, de presentarse algún inconveniente relativo a la interacción entre el evaluador y la persona evaluada, es un aspecto que puede ser resuelto por el Consejo de la Judicatura como a la fecha se ha venido haciendo.  

Por otra parte estiman que ha de tenerse en cuenta  que la Escuela Judicial tendrá que contar con la capacitad para atender la evaluación de varios concursos simultáneamente, bajo las condiciones que implica el desarrollo de este proceso.

-0-

En virtud del resultado de la revisión planteada, se recomienda entonces la grabación de los exámenes orales por parte de los tribunales evaluadores.  Los integrantes Conejo Aguilar y Salazar Alvarado mantuvieron las razones dadas en ese artículo. 

SE ACORDÓ: Comunicar a la Corte Plena que se recomienda la grabación de los exámenes orales por parte de los tribunales evaluadores.  Los integrantes Conejo Aguilar y Salazar Alvarado mantuvieron las razones dadas en ese artículo.”

- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda, se dispuso: Trasladar las presentes diligencias a estudio e informe del Magistrado Vega. Se declara acuerdo firme.”

-0-

SE ACUERDA: Tomar nota. Se remite el oficio nº4267-13, acuerdo del Consejo Superior a la Magistrado Dra. Doris Arias Madrigal para que valore su eventual presentación ante Corte Plena. ACUERDO FIRME.

-0-

ARTÍCULO X

La Licda. Silvia Navarro Romani, secretaria general de la Corte Suprema de Judicial, en oficio N° 8284-13 del 29 de julio del 2013, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 32-13 celebrada el 29 de julio del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XXI

Documento 8956-12 / 8262-13

El doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial , en oficio N° 012-CD/EJ-13 de 12 de julio en curso, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión N° 02-13 celebrada el 24 de abril último, artículo II, que literalmente dice:

“En atención al acuerdo tomado por los honorables integrantes de la Corte Plena en la sesión N° 41-12 celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXXII, transcrito en el oficio N° 12194-12 del 07 de diciembre de 2012, de la Secretaria de la Corte, que dice:

 Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 41-12 celebrada el 26 de noviembre del año en curso, que literalmente dice:

Se acordó: Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora, por ende: Trasladar la gestión del Magistrado Vega al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para que analice el tema planteado y emita criterio al respecto. Al propio tiempo solicitar al Consejo de la Judicatura el pronto envío del informe que le fue requerido por el Consejo Superior en la sesión N° 78-12 celebrada el 30 de agosto del año en curso, artículo LXXII, respecto a la propuesta formulada por el Magistrado Vega, para lo cual se les otorga un mes de plazo contado a partir de la comunicación de este acuerdo. […]

El Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión Nº. 01-2013, ARTÍCULO IV, dispuso lo siguiente:

SE ACUERDA: Luego del análisis del anterior documento denominado “Implicaciones metodológicas de la grabación de los exámenes realizados por Tribunales Examinadores” por los integrantes de este Consejo, se acuerda su aprobación. De igual manera, se dispone: 1.) Hacer una atenta instancia al Consejo de la Judicatura, para que se valore muy bien el perfil de los evaluadores, quienes deberán sujetarse a los objetivos, la metodología y la temática de la materia que se está evaluando, esto debido quejas muy fuertes con respecto a la actitud de algunas personas evaluadoras. 2.) Se estima que la inversión en equipo para implementar la grabación de las pruebas no sería muy elevada. Sin embargo, sí implicaría un esfuerzo operativo importante. 3.) Dado que las pruebas no podrán ser apeladas, de acuerdo con lo que dispone la normativa vigente, se estaría generando una falsa expectativa en las personas evaluadas; ese es un factor que se debe considerar al discutir acerca de la conveniencia de grabar los exámenes. 4.) Se recomienda tener en consideración para la integración de los Tribunales Evaluadores, a las personas jubiladas, quienes han tenido gran trayectoria en el Poder Judicial y cuentan con: amplia experiencia en la docencia, un gran cúmulo de conocimientos, destrezas y habilidades adquiridas, actitud inmejorable y disponibilidad. Se remite este acuerdo a la Secretaría de la Corte para el conocimiento de la Corte Plena. ACUERDO FIRME. 

-0-

SE ACUERDA: En adición al anterior acuerdo, se sugiere que para ser parte de los tribunales examinadores, las personas deberán haber cursado el “Taller para los Tribunales Examinadores” impartido por la Escuela Judicial. Se remite este acuerdo para el conocimiento del Consejo de la Judicatura y de la Corte Plena. ACUERDO FIRME.”

- 0 -

Se acordó: Acoger lo dispuesto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y solicitarle a la Escuela Judicial que promueva la realización de los talleres para Tribunales Examinadores y la participación en ellos, con la finalidad de que se cuente con personal para realizar esa función. 

Hacer de conocimiento este acuerdo del Consejo de la Judicatura. Se declara acuerdo firme.”

-0-

SE ACUERDA: Tomar nota.

-0-

ARTÍCULO XI

Necesidad de actualización del equipo de edición de la Unidad de Producción Audiovisual del Área de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial.

-0-

SE ACUERDA: 1. Coordinar una reunión para  el mes de octubre con el señor Rafael Ramírez, Jefe del Departamento de Tecnología de la Información y con el Magistrado Rolando Vega, Presidente del Comité Gerencial de Informática, en la que se les presentará un informe sobre los requerimientos informáticos más apremiantes de la Escuela Judicial. ACUERDO FIRME.

FECHA DE LA PRÓXIMA SESIÓN:  25 de setiembre de 2013

HORA: 8:30HRS.

LUGAR: San José

Se levanta la sesión a las once horas, cincuenta  y ocho minutos.

Mag. Dra.  Doris Arias Madrigal       

                        Marvin Carvajal Pérez    

         PRESIDENTA                              


               DIRECTOR DE LA      
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�	 Al tipo de cambio del 13 de febrero de 2013, según el Banco Central de Costa Rica, por cada dólar el valor es de ¢507.29.






